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XIII Jornada de Actualización Jurídica 
Proceso Acusatorio Adversarial 

(Juicios Orales)
Auditorio Carlos Pérez del Toro

XIV Jornada de Actualización Jurídica
Reformas al Procedimiento Civil-Mercantil en el Juicio Oral

Auditorio Alfonso Caso



Los pasados días 13 y 20 de octubre del presente año se llevaron a cabo la XIII y XIV Jornadas de Actualización Jurídica, Proceso 
Acusatorio Adversarial (Juicios Orales) y Reformas al Procedimiento Civil – Mercantil en el Juicio Oral, respectivamente. Di-
chas Jornadas, organizadas por el Programa de Vinculación con Exalumnos de la UNAM, el Colegio Nacional de Asociaciones 

de Egresados de la UNAM y el Instituto de Ciencias Jurídicas de Egresados de la UNAM, F.E.S. Aragón, contribuyen de manera frecuente a la 
difusión de los temas más relevantes y actuales de la cultura jurídica. El constante afán de actualización impulsa a los organizadores a llevar 
las jornadas a un gran público interesado en mantenerse siempre a la vanguardia jurídica. Los auditorios Carlos Pérez del Toro, de la Facultad 
de Contaduría y Administración, y el Auditorio Alfonso Caso, de la Torre II de Humanidades, abrieron nuevamente sus puertas a la gente que 
asistió puntualmente a estas jornadas. El entusiasmo y el interés del público, la maestría y erudición de los ponentes, así como la eficacia de los 
organizadores, hicieron de estas jornadas un éxito, el cual queremos compartir con toda la comunidad universitaria invitándolos a que asistan 
a las jornadas de actualización jurídica que se realizarán próximamente.

XIII Jornada de Actualización Jurídica
Proceso Acusatorio Adversarial (Juicios Orales)

Entrega de constancias a los expositores
De izquierda a derecha y de arriba a 
abajo:

Dr. Javier Raúl Ayala Casillas
Magistrado de la Séptima Sala Penal del 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito 
Federal.

Dr. José Guadalupe Álvarez Almanza
Agente del Ministerio Público Supervisor 
en funciones de Instructor del Instituto de 
Formación Profesional de la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Ciro Betancourt García
Juez Noveno Penal de Delitos No Graves 
del Tribunal Superior de Justicia del Dis-
trito Federal.

Dr. Mauro Morales Sánchez
Juez Trigésimo Penal de Delitos No graves 
del Tribunal Superior de Justicia del Dis-
trito Federal.

Dr. Enrique Gallegos Garcilazo
Juez Trigésimo Sexto Penal del Tribunal Su-
perior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. José Eligio Rodríguez Alba
Juez Quincuagésimo en Materia Penal del 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito 
Federal.

Dr. Héctor González Estrada
Juez Noveno de Adolescentes para Delitos 
Graves del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal.

Dr. Arturo Baca Rivera
Investigador de la Escuela Judicial del 
Estado de México y de la Universidad 
Tepantlato.

Dr. Ramón Alejandro Sentíes Carriles 
Magistrado de la Sexta Sala en Materia 
Penal del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal.



XIV Jornada de Actualización Jurídica
Reformas al Procedimiento Civil-Mercantil 
en el Juicio Oral

Clausura de la XIV Jornada.
De izquierda a dercha, Mtro. Sergio 
Cárdenas Caballero, Maestro de 
ceremonias; Dr. Enrique González 
Barrera, Rector de la Universi-
dad Tepantlato y Presidente del 
Instituto de Ciencias Jurídicas de 
Egresados de la UNAM, F.E.S. Ara-
gón, A.C.; Dr. Gonzalo Hernández 
Cervantes, Magistrado del Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Ci-
vil del Primer Circuito y Lic. Fer-
nando Rangel Ramírez, Magistrado 
del Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito.

Público recibiendo su constancia 
de participación.

De izquierda a derecha y de arriba a 
abajo:

Dr. Indalfer Infante G.
Magistrado del Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito.

Mtro. Felipe Alfredo Fuentes Barrera
Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Segundo Circuito.

Mtro. Neófito López Ramos
Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito.

Dr. Arturo Baca Rivera
Investigador de la Escuela Judicial del 
Estado de México y de la Universidad 
Tepantlato.

Dr. Gonzalo Hernández Cervantes
Magistrado del Noveno Tribunal Colegia-
do en Materia Civil del Primer Circuito.

Lic. Fernando Rangel Ramírez
Magistrado del Quinto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito.
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Presidencia de la República
Secretarías de Estado
Gobernadores Constitucionales
Jefatura de Gobierno del D.F.
Cámaras de Diputados y Senadores
Asamblea de Representantes
Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
Secretarios de Estudio y Cuenta de cada Ministro
Poder Judicial Federal, Magistrados y Jueces Federales
Tribunales del Fuero Común, Magistrados y Jueces
Tribunales Supremos de los Estados
Procuraduría General de la República        
Procuradores de cada Estado
Procuraduría General de Justicia del D.F.
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa

Compañías de Seguros y Fianzas
Hoteles
Compañías Radiodifusoras y Televisoras
Restaurantes
Suscriptores
Universidades Públicas de Alemania, 
España, Italia, Argentina, Chile, Brasil y Colombia
Aerolíneas
Agentes del Ministerio Público
Estaciones de Radio
Autobuses
Abogados postulantes
Secretarios de Acuerdos
Secretarios Proyectistas
Actuarios, Conciliadores

Delegados Políticos
Organizaciones Sociales
Delegados de la Procuraduría General 
de la República en cada Estado
Titulares de las Procuradurías Generales 
de Justicia  de cada Estado
Comisión Nacional de Derechos Humanos
Comisión de Derechos Humanos en el Distrito Federal
Universidades Públicas 
y Colegios de Extensión Universitaria
Embajadas y Oficinas Consulares
Bancos y Casas de Bolsa
Notarías Públicas
Despachos de Abogados
Distribuidores Independientes de Literatura Jurídica

¿Qué es Tepantlato? En el Códice Florentino (cap. IX: “Hechiceros y trampistas") hay una referencia a la actividad del tepantlato; en ná-
huatl significa “el que habla o ruega por otros”. Proviene de “tepan”: intercesor  o abogado, y “tlatoa”: hablar. Por lo tanto, la palabra tepantla-
to alude al abogado y, a su vez, a la actividad que desempeña. Hablar por otros no impide su palabra, sino interpretar y adecuar sus fi-
nes e ideales a los de la comunidad. Tepantlato es el guía que orienta, el sabio que aconseja y el justo que vela por la aplicación del Derecho. 

Director
Enrique González Barrera

Editor responsable
Enrique González Barrera

Consejo editorial
Héctor González Estrada

Sergio Cárdenas Caballero
Javier Antonio Flores
Arturo Baca Rivera

Diseño editorial
Tomás Barragán Abreu

Corrección de estilo
Alejandro López Jiménez
Ricardo Liberato Torres

Coordinación de arte y cultura
Reyna Zapata Valdez

Canal cultural
Ary Correa Medina

Nancy Estrada Gaspar
Rubén Morales Alfaro

Roberto Pérez Hernández

Tepanradio
Claudia Nava

Enrique Cuéllar

Programación revista digital
Rodrigo Rodríguez Romero

Distribución logística
José Pérez Servín

Fotografía: Ing. Edgar González Salgado, Fotografías Universitarias, Yugoslavia 7, Bosques de Aragón. Tel. 5766•0543. e-mail: edgaresunam@hotmail.com

REVISTA TEPANTLATO, Difusión de la Cultura Jurídica, 
Época 4, N°. 39, Noviembre 2012. Publicación mensual. Edi-
tada por Enrique González Barrera,  Av. Baja California 157, 
Col. Roma Sur, Del. Cuauhtémoc, C.P. 06760. Tel. 5574-3860. 
www.tepantlato.com.mx; suscribetepan@gmail.com. Editor 
responsable: Dr. Enrique González Barrera. Reservas de 
Derechos al Uso Exclusivo N° 04-2004-072316190000-102, 
ISSN en trámite, ambos otorgados por el Instituto Nacional 
del Derecho de Autor, Licitud de Título 10354 y Licitud de 
Contenido 7274, otorgado por la Comisión Calificadora de 
Publicaciones y Revistas Ilustradas de la Secretaría de Go-
bernación. Distribuida: en el D.F. y Área Metropolitana por 
el Instituto de Ciencias Jurídicas de Egresados de la UNAM, 
FES Aragón e Incija Ediciones; y en el resto de la República 
por SEPOMEX con registro No. PP09-1636. Impreso por 
Grupo Editorial GPI, Calle Hidalgo 190, Col. Sta. Anita, C.P. 
08300, Mèxico, D.F. Tel. 5578-8830. Número de tiraje: 25,000 
ejemplares. Las opiniones expresadas por los autores no ne-
cesariamente reflejan la postura del editor de la publicación. 
Queda estrictamente prohibida la reproducción total o par-
cial de los contenidos e imágenes de la publicación sin previa 
autorización del editor responsable.

4.	 Editorial
	
5.	 In Memoriam 
	 Daniel Valencia Valencia
	
8.	 Contenido jurídico

10.	 El Procedimiento Penal Acu-
satorio en el Distrito Federal

	 Dr. Javier Raúl Ayala Casillas

34.	 Criterios de oportunidad en 
el Sistema Penal Acusatorio

	 Dr. Ciro Betancourt García 
	
44.	 Medidas Cautelares
	 Dr.  Mauro Morales Sánchez

51.	 Licenciatura, Maestrías 
	 y Doctorado

Nuestra portada:
Aperturas de la XIII y XIV Jornadas 
de Actualización Jurídica.
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Suscribirse es muy fácil

1.	 Realiza tu depósito con cheque a la cuenta Ban-

comer 0190612731 sucursal 0117 o transferencia 

interbancaria con la clabe 012180001906127318 

a nombre de INCIJA Ediciones, S.A. de C.V.

2.	 Escanea tu comprobante de depósito o transfe-

rencia y envíalo a suscribetepan@gmail.c
om

3.	 Si requieres factura, anexa tu RFC.

4.	 Recibirás una confirmación del depósito y la fe-

cha en que recibirás tu revista.

6 meses $300
1 año      $540
Precios.más.IVA
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Como se tenía planeado, en octubre 13 y 

20 se llevaron a cabo con gran éxito 

las jornadas de Actualización Jurídica 

“Proceso Acusatorio Adversarial (Juicios Orales)” y “Reformas al Pro-

cedimiento Civil-Mercantil en el Juicio Oral”, respectivamente, a las que 

acudió un nutrido número personas del mundo jurídico como funciona-

rios públicos, profesionistas y estudiantes, quienes coincidieron en que 

lo expresado por los expositores amplía y enriquece la materia jurídica, 

dada la perfectibilidad constante que caracteriza a las leyes, lo cual se 

refleja en el bienestar social de las sociedades modernas.

Tanto los ponentes como los asistentes coincidieron en que estas 

jornadas son muy necesarias y fortalecen al quehacer legal puesto que 

en ellas se presenta la oportunidad de hacer y enterarse de nuevos 

planteamientos así como de nuevas ideas, e hicieron hincapié en que se 

sigan organizando dado que resultan, al final de cuentas, de gran bene-

ficio a la sociedad en su conjunto.

Por otro lado, en esta edición el Dr. Javier Raúl Ayala Casillas nos 

expone en su artículo El Procedimiento Penal Acusatorio en el Distrito 

Federal las mejoras en numerosos aspectos tanto jurídicos como ad-

ministrativos en la aplicación de la justicia en nuestra gran capital, y 

menciona algunas medidas legales para hacer de ésta una actividad más 

expedita, más dinámica y por lo tanto más efectiva; el Dr. Ciro Betan-

court García, en su artículo Criterios de Oportunidad en el Sistema Penal 

Acusatorio, nos habla acerca de la manera como estos criterios hacen 

más rápida la administración de la justicia y de las ventajas tanto sociales 

como económicas que tienen en el sistema de impartición de justicia; 

por su parte, en su artículo Medidas Cautelares, el Dr. Mauro Morales 

Sánchez nos habla de cómo estas medidas benefician a quienes se ven 

envueltos en una situación adversa y cómo funcionan como un sistema 

precautorio de defensa y protección legal. 

Y finalmente queremos comentarles que estamos esperando, con 

gran expectación, la XXIII entrega de la Presea TEPANTLATO a al-

gunas personalidades que por su labor meritoria y trayectoria en sus 

diferentes ámbitos, se hicieron merecedoras de tan prestigiado recono-

cimiento, y que dicha entrega se hará con la asistencia de distinguidas 

personalidades en el Alcázar del Castillo de Chapultepec.
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I N M E M O R I A M

Daniel
Valencia
Valencia
Nació en Cotija, Michoacán en 

1886. En Guadalajara cursó 
la carrera de Derecho y se 

tituló como abogado (1916). Al término de sus estudios, 
el Gobierno del Estado de Jalisco lo nombró defensor de 
Oficio, cargo que desempeñó por poco tiempo. Siendo 
gobernador de Michoacán, el general Lázaro Cárdenas lo 
designó secretario de Gobierno. Fue juez de lo Civil y de 
Hacienda de Guadalajara. En el Poder Judicial de la Fede-
ración, fungió como secretario del Juzgado de Distrito en 
el Estado de Querétaro (1918-1919). Fue nombrado una 
primera vez ministro de la SCJN (enero de 1919), pero 
no llegó a tomar posesión de su cargo. Posteriormente, se 
desempeñó como juez de Distrito en los estados de Pue-
bla, Jalisco, Tamaulipas y Veracruz, como interino y como 
propietario. Sin perder su carácter de juez de Distrito, fue 
secretario auxiliar interino de la SCJN (marzo-agosto de 
1924). El presidente provisional de la República Emilio Por-
tes Gil lo designó ministro (diciembre de 1928), y quedó 
adscrito a la Segunda Sala. Resultó electo presidente del 
Alto Tribunal (1935-1940). Entre los asuntos relevantes 
que conoció la SCJN durante su Presidencia, está el que 
resolvió la Cuarta Sala, que dio origen a la expropiación 
petrolera. El ministro Valencia gestionó, ante el presidente 
de la República, la construcción de la sede de la Suprema 
Corte; en 1935 se sometieron a concurso diferentes pro-
yectos, y ganó el del arquitecto Antonio Muñoz García, 
quien propuso que el edificio se levantara en los terrenos 
que había ocupado el mercado “El Volador”. En 1936 el 
presidente Cárdenas colocó la primera piedra de la cons-
trucción. En su Informe de Labores de 1940, el ministro 
Valencia expresó que el edificio estaba por concluirse, y 
se inauguró al año siguiente. Al terminar el periodo de go-
bierno del general Cárdenas, se retiró de su función, para 
dedicarse al libre ejercicio de su profesión en sociedad con 
su hermano mayor. Murió en la ciudad de México en 1948.



universidad tepantlato

En la Universidad Tepantlato consi-
deramos que la actualización del abo-
gado es una tarea constante y perma-
nente para brindar un mejor servicio. 
Prueba de ello es la creación de una 
sala para Juicio Oral, con el objeti-
vo de que los estudiantes de todas 
nuestras especialidades del Derecho 
conozcan y representen este sistema 
de impartición de justicia. A través de 
juicios simulados y dentro de un salón 
con las características necesarias, los 
estudiantes conocerán los procedi-
mientos y las fases de este novedoso 
sistema judicial en nuestro país.

El próximo mes de febrero se realizará la Especialidad en Proceso Acusatorio 
Adversarial (Juicios Orales) para Jueces y Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia del Distrito Federal y para el público general, como parte de las actividades 
de actualización jurídica que la Universidad Tepantlato organiza.

Especialidad 
en Proceso 
Acusatorio 
Adversarial 
(Juicios Orales) 
para Jueces 
y Magistrados 
del Tribunal 
Superior de Justicia 
del Distrito Federal

Multilínea: 5564•8373
Av. Baja California 157, Col. Roma Sur
Del. Cuauhtémoc, C.P. 06760
www.universidadtepantlato.edu.mx 
Informes@universidadtepantlato.edu.mx



O directamente en la Universidad Tepantlato ubicada en: 
Av. Baja California 157, Col. Roma Sur 
Del. Cuauhtémoc, México D.F., C.P. 06760
Tel. 5564 - 8373 / Ext. 105
En ambos casos debe de incluir : 
nombre completo, teléfono y correo electrónico.

Horario de atención:
Lunes a viernes de 08:00 a 15:00 hrs. y de 17:00 a 18:00 hrs.
Sábado de 9:00 a 13:00 hrs.

Taller Teórico/Práctico
Proceso Acusatorio Adversarial

( Juicios Orales) presencial y en línea
TEMAS:
1.	 Proyecto del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal.
2.	 Etapa de investigación (Investigación Inicial, Investigación Formali-

zada). Orden de Aprehensión y Comparecencia.
3.	 Cadena de Custodia.
4.	 Medios Alternativos de Solución de Conflictos y Justicia Restaurativa.
5.	 Etapa de investigación (Investigación Inicial Directa), Audiencia de 

Control de Detención.
6.	 Medidas Cautelares y Precautorias.
7.	 Criterios de Oportunidad.
8.	 Etapa de Proceso (Formulación de la Imputación, Lectura de De-

rechos, Declaración Inicial, Duplicidad de Plazo, Auto de Vinculación a 
Proceso).

9.	 Etapa intermedia (Formulación de Acusación, Acuerdos Probatorios, 
Preparación a Juicio).

10.	ETAPA DE JUICIO (Audiencia de Debate, Alegatos de Apertura, Desaho-
go de Pruebas, Alegatos de Clausura, Deliberación y Fallo, Audiencia de 
Individualización de Sanciones, Audiencia de Lectura de Sentencias).

11.	MEDIOS DE IMPUGNACIÓN y ETAPA DE EJECUCIÓN DE SANCIO-
NES (Audiencias).

12.	El Sistema Acusatorio en relación a los Menores en Conflicto con la Ley.

SEDE: 
Universidad Tepantlato

PERIODO:
Del 6 de febrero al 14 de marzo de 2013

HORARIO:
Miércoles y jueves de 17:30 a 20:30 hrs.

COSTO: $3.000.00
Inscripción: $1.000.00
2 pagos de: $1.000.00 c/u

Documentación importante para la obtención de su constancia:
 Copia de Acta de nacimiento
 Comprobante de estudios
 Copia de Cédula
 Copia de Título
 4 fotografías tamaño diploma color o B/N

Información importante para los alumnos en línea:
 Sistema Operativo Windows XP o superior
 Explorador Internet Explorer 8 o superior 
 Memoria RAM de 512 o superior
 Internet de banda ancha
 Cámara Web y micrófono 

Informes e inscripciones:
Preferentemente vía electrónica:
http://www.universidadtepantlato.edu.mx/r_taller.html

Depósito en cuenta:
A nombre del Instituto de Ciencias Jurídicas de Estudios Superiores S.C.
BBVA Bancomer:  0161998846, Clabe interbancaria:  012180001619988462
HSBC: 04035642990, Clabe interbancaria: 021180040356429906

Se deberá llevar el comprobante de depósito original 
para su inscripción.

Una vez hecho el depósito, deberá registrarse en: 
http://www.universidadtepantlato.edu.mx/r_taller.html
y posteriormente enviar la ficha escaneada al correo electrónico: 
bety_r@universidadtepantlato.edu.mx

PONENTES:

Dr. Leobardo Miguel Martínez Soria 
Magistrado de la Segunda Sala Colegiada en Materia Penal del Tribunal Superior 
de Justicia del Estado de México con residencia en Texcoco.

Dr. Rafael Guerra Álvarez 
Magistrado de la Séptima Sala en Materia Penal del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Humberto Manuel Román Franco
Magistrado del Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito.

Mtro. Marcelino Sandoval Mancio
Responsable de la Agencia en la Coordinación de Agentes del Ministerio Público, 
Auxiliares del Procurador General de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Héctor Pichardo Aranza
Magistrado del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México Adscrito 
a la Sala Familiar de Tlalnepantla. 

Dr. Felipe Landeros Herrera
Juez Tercero de lo Penal en Cuautitlán Izcalli, Estado de México.

Mtro. Nemecio Guevara Rodríguez
Juez Vigésimo Primero Penal de Delitos No Graves del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Javier Raúl Ayala Casillas
Magistrado de la Séptima Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Ciro Betancourt García
Juez Noveno Penal de Delitos No Graves del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal.

Dr. Mauro Morales Sánchez
Juez Trigésimo Penal de Delitos No Graves del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal. 

Dr. José Eligio Rodríguez Alba
Juez Quincuagésimo en Materia Penal del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal.

Dr. Héctor González Estrada
Juez Noveno de Adolescentes para Delitos Graves del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Ramón Alejandro Sentíes Carriles 
Magistrado de la Sexta Sala en Materia Penal del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.
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Trayectoria Académica

	 Licenciatura en Derecho por la Universidad Nacional Autónoma 
de México.

	 Especialidad en Ciencias Penales en la División de Estudios 
	 Superiores de la Facultad de Derecho de la UNAM.

	 Maestría en Ciencias Penales por la UNAM. 
	 Máster Internacional en Derecho Penal por la Universidad 

	 Autónoma de Barcelona.
	 Doctorado en Derecho por la UNAM. 

Actividades Docentes

	 Ha sido profesor en el Campus Aragón de la UNAM 
	 y en la Facultad de Derecho de la propia Universidad;

	 En el Instituto de Formación Profesional de la PGR 
	 y de la Procuraduría del Distrito; en la Procuraduría 
	 del Estado de Tlaxcala y en la del estado de Morelos; 

	 En el Instituto de Estudios Judiciales del Tribunal Superior 
	 de Justicia del Distrito Federal.

	 Docente en la Universidad Tepantlato.
	 Ha impartido múltiples conferencias a nivel nacional 

	 y local en donde ha abordado temas de su especialidad 
	 como lo es la materia penal. 

Trayectoria Laboral

	 Formó parte de la Comisión para la Elaboración y Redacción 
	 del Código Penal Vigente.

	 Autor de las Reformas Sobre el Procedimiento de Inimputables 
Permanentes y el concepto actual de cuerpo del delito y la apela-
ción ampliada; 

	 Coordinador de la Comisión para la implementación de la Refor-
ma Constitucional y elaboración del Código Procesal Penal, desig-
nado por el Pleno de Magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal. Proyecto que ya fue entregado a los poderes 
Legislativo y Ejecutivo.

	 En el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en donde de 
1972 a la fecha, ha sido sucesivamente: Meritorio, Taquígrafo, Ofi-
cial Judicial, Secretario Proyectista, Juez Penal, Magistrado Interino, 
Magistrado Supernumerario y Magistrado Numerario ya ratificado.

	 Actualmente se desempeña como Magistrado de la Séptima Sala 
Penal del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.
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C O N T E N I D O J U R Í D I C O

PROEMIO

INFLUENCIA LATINOAMERICANA

RAÍCES HISTÓRICAS

REFORMA CONSTITUCIONAL (JUSTIFICACIÓN)

PRINCIPIOS Y CARACTERÍSTICAS

TÓPICOS FUNDAMENTALES DE LA REFORMA

MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA

RÉGIMEN DE EXCEPCIÓN

MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN 
DE CONTROVERSIAS

EXIGENCIA PROBATORIA

HECHO DELICTIVO

FASES DEL PROCEDIMIENTO PENAL 
ACUSATORIO MEXICANO

JUEZ DE EJECUCIÓN PENAL

CONCEPTO DE FLAGRANCIA

ARRAIGO

UN NUEVO PARADIGMA
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Proemio

La reforma constitucional al sistema de 

administración de justicia mexicano, 

surge por dos factores esenciales; el pri-
mero de carácter externo, identificado con 

la inercia reformista en el ámbito de procura-

ción e impartición de justicia en Latinoaméri-

ca, a través de la incorporación a sus esque-

mas jurisdiccionales del sistema acusatorio 

con predominio al método oral. El segun-
do factor lo es de corte interno, el cual se 

reconoce como parte del proceso de con-

solidación democrática en nuestro país, que 

incide en una mayor exigencia por parte de la 

sociedad para contar con procesos judiciales 

transparentes, ágiles y plenamente justificados 

ante la opinión pública, ya que el fracaso del 

sistema actual radica en que nos separamos 

de los principios que rigen la Constitución y la 

Norma Internacional.

Influencia latinoamericana

Para explicar lo anterior, debemos 

considerar que tal proceso de 

transformación jurisdiccional, hay que com-

prenderlo partiendo de su génesis, es decir, 

conocer y sobre todo entender los dos facto-

res determinantes a que nos hemos referido.

Así tenemos que la influencia inter-

nacional que influyó en las bases judiciales 

mexicanas, encuentra inspiración en la refor-

ma del Sistema de Justicia Penal en Latino-

américa, que se percibe desde hace mucho 

tiempo como una “condición previa” para la 

consolidación de la democracia (sin olvidar 

el esfuerzo ideológico dado por la escuela cor-

dobesa, primeros en materia de la reforma del 
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proceso penal en esta parte del mundo) y del 

desarrollo sustentable en la región. La mayor 

parte de los países latinoamericanos inició la 

última década del siglo XX con instituciones 

judiciales débiles, ineficientes y políticamente 

vulnerables. 

Pocos fueron capaces de lograr un 

equilibrio adecuado con el Poder Ejecutivo, 

garantizar el respeto pleno de los derechos 

humanos, y promover desde luego un en-

torno adecuado para el desarrollo económi-

co, especialmente para la inversión nacional 

y extranjera, y desde luego proporcionar a 

sus ciudadanos los elementos esenciales de 

seguridad en todo su contexto. Se contaba 

con códigos penales y procesales anticua-

dos, órganos jurisdiccionales con estructuras 

organizativas y presupuestarias insuficientes 

y deficientes, jueces y funcionarios judiciales 

como policiales mal remunerados e inade-

cuadamente capacitados, procedimientos ju-

risdiccionales que demostraban niveles míni-

mos o nulos de transparencia y por supuesto 

condiciones penitenciarias deplorables. 

En términos generales, el objetivo de es-

tas reformas fue cambiar los sistemas de ad-

ministración de justicia legados por nuestros 

conquistadores, cuyos esquemas en este ru-

bro se caracterizaban por ser de corte inqui-

sitivo y apegado particularmente al método 

escrito; a fin de renovarse mediante la imple-

mentación de procedimientos inspirados en 

el sistema garantista con aplicación del mé-

todo oral. Por tanto se buscó sustituir la me-

todología tradicional de enjuiciamiento penal, 

visualizada como la tramitación burocrática 

de un expediente, sin la existencia de un real 

juicio donde pudiera controvertirse la prueba 

y generarse una decisión independiente, y en 

cambio se buscó que se garantizara el debi-

do proceso (fundamentalmente la presunción 

de inocencia y el derecho a defensa) fuera a la 

par más eficiente en la persecución del delito 

(gracias a una mejor coordinación entre la inves-

tigación y la litigación de los casos y una serie 

de facultades para poder racionalizar el uso de 

los recursos del sistema) y además que tutelara 

adecuadamente los derechos de las víctimas 

(reconociéndose la importancia de la satisfac-

ción de sus intereses dentro del proceso).

De ese modo es que prácticamente sin 

excepción, los países de América Latina se 

han sumado paulatinamente a este proceso 

de transformación en la última década; así te-

nemos que a la tímida reforma concretada 

en 1991 en el Sistema Federal Argentino, le 

siguieron cambios de envergadura en Guate-

mala, en el año 1994; Costa Rica y El Salvador, 

en 1998; Venezuela en 1999; Chile y Para-

guay, en 2000; Bolivia, Ecuador y Nicaragua, 

en 2001; Honduras, en 2002; República Do-

minicana, en 2004; y Colombia, en 2005. 

Ello sin considerar las reformas dadas 

en Estados o Provincias al interior de países 

con sistemas federales, como lo es la de la 

Provincia de Buenos Aires en Argentina, el 

año 1998 y la de Nuevo León en México, en 

2004, por sólo citar dos ejemplos. 

La vitalidad del proceso se comprueba al 

observar que nuevos países se siguen suman-

do al mismo, así es el caso de la República 

del Perú, desde el 1 de julio del 2006 ha en-

trado en vigencia el nuevo sistema, pero en 

forma progresiva o gradual (como los mode-

los chileno y colombiano). Además este nuevo 

modelo se extiende con la ayuda financiera 

de organismos internacionales, tales como: el 

Banco Mundial, el Banco Interamericano de 

Desarrollo (BID), el Programa de Naciones 

Unidas para el Desarrollo (PNUD), institucio-
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nes no gubernamentales y países donantes, 

entre los que se cuenta a los Estados Unidos 

de América a través de su Agencia para el 

Desarrollo Internacional (USAID), los cuales 

aportaron cerca de mil millones de dólares en 

concepto de ayuda financiera para las iniciati-

vas de reforma del sistema de administración 

de justicia latinoamericanos. 

Ahora bien, no debe pasar inadvertido 

que los sistemas de justicia penal latinoameri-

canos se dieron en un contexto específico, es 

decir, tuvieron como fuente la necesidad de 

volver a una institucionalización democrática 

en el que el derecho penal esté al servicio 

del hombre, pero también es cierto que las 

razones que se enarbolan para contar con un 

discurso que justifique tales cambios, se resu-

men en dos ideas torales que consisten en: a) 
La presencia y percepción, en cada miembro 

de la sociedad, de una grave crisis en el ám-

bito de administración de justicia penal; y b) 
La impostergable protección de los derechos 

humanos con eficacia frente a los embates de 

los órganos del Estado.

En lo que respecta a la crisis de admi-

nistración de justicia penal, es incuestionable 

que en la actual realidad práctica son válidas 

las críticas que se han formulado en torno 

de la efectividad de los diferentes órganos 

del Estado, que tiene injerencia en el Sistema 

Procesal Penal, y su fracaso se debe a que no 

ha podido cumplir con los objetivos para los 

cuales fue diseñado; por tanto, no ha logra-

do satisfacer las aspiraciones o reclamos de la 

colectividad, que conoce y percibe al sistema 

asentado como un medio corrupto, ineficien-

te y degradado de ensayar una aparente rea-

lidad de justicia. Situación que es claramente 

visible en los países de Latinoamérica; así, en 

un seminario realizado en el año 2002 en 

Guatemala y organizado por los juristas mexi-

canos (Samuel González, Ernesto Mendieta, Ed-

gardo Buscaglia y Moisés Moreno), se concluyó 

que uno de los problemas detectados es la 

deficiencia normativa, tanto de orden sustan-

tiva como procesal; en tanto que también se 

considera que el problema involucra a todo 

el sistema penal, en particular a los ámbitos 

policiales, ministeriales y sorpresivamente se 

identifica también al legislativo ante la falta de 

emisión de leyes eficaces que combatan la 

problemática.

Aunado a lo anterior, nosotros conside-

ramos que también debe identificarse como 

un fenómeno socio-político que ha genera-

do la necesidad de cambios profundos en la 

estructura de los sistemas penales latinoame-

ricanos, que desde luego incidieron en la re-

forma constitucional mexicana, el crecimiento 

exponencial del narcotráfico, al ser éste un 

factor detonante en todos los órdenes so-

ciales, como de procuración y administración 

de justicia, mismo que al generar la expansión 

percibida en la última década, ha expuesto la 

urgencia de que los distintos gobiernos, avi-

zoren la necesidad de establecer organismos 

públicos de procuración y administración de 

justicia ágiles y con procedimientos plena-

mente justificados que garanticen el respaldo 

social a fin de eliminar los riesgos de infiltra-

ción del crimen organizado.

Raíces históricas

Desde luego, debe resaltarse 

que en nuestro concep-

to, la inclusión en la estructura jurídica mexi-

cana del sistema acusatorio con predominio 

del método oral, no significa por ningún 
concepto que se deban erradicar los princi-

pios y bases del sistema de justicia mexicano, 
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forjados a lo largo de su devenir histórico, 

como resultado de sus grandes movimien-

tos políticos y sociales, e incluso desde luego 

no significa la desaparición de tales bases en 

cualquier otra nación, pues quien lo estime 

así se coloca en un grave yerro de juicio y 

cálculo, por el que pretende suprimir la iden-

tidad jurídica de México que nos da presen-

cia propia en el contexto internacional, como 

resultado de nuestro pasado, en tanto que al 

desconocer ello, se enfila nuestro futuro sin 

propósito social, que responda a las necesi-

dades exclusivas de la sociedad mexicana. Por 

tanto estamos convencidos de que la reforma 

constitucional por la que se transforma la ad-

ministración de justicia penal en México, fue 

estructurada por el Legislador Constituyente 

respetando ese pasado histórico, y pensan-

do en fortalecerlo para darle sustentación a 

nuestro presente.

Así, la nueva sistemática jurídico proce-

sal deberá ser amoldada a las necesidades de 

cada país como región, determinadas por su 

devenir histórico y su problemática social ac-

tual, ya que considerar que el caso mexicano 

implicara sólo traspolar un sistema externo 

(chileno, colombiano, etc.) a nuestra realidad 

jurídica, es equivocado y por tanto sería 

desconocer que México siempre se ha pro-

piciado sus conquistas en todos los órdenes 

sociales, entre los que no quedan al margen 

nuestros avances jurídicos que tienden a for-

mar profundas raíces, pues están formadas 

de la visión particular y específica en como 

los mexicanos advertimos el mundo y las si-

tuaciones que en éste se presentan, mismas 

que desde luego no son iguales a la visión 

del resto de Latinoamérica, con quien si bien 

compartimos muchas similitudes, también 

nos particularizan múltiples diferencias.

Reforma Constitucional 

(Justificación)

Puntualizado lo anterior, afirmamos que 

es incuestionable que el modelo de justicia 

penal actual ha sido superado por la realidad 

criminógena y desgastado por su corrupción 

pública, de ahí que la Reforma Constitucional 

al Sistema de Justicia Penal, que se inserta en 

nuestro marco jurídico propone un Sistema 
Garantista en el que se respeten los dere-

chos del inculpado partiendo de la aplicación 

efectiva del Principio de Presunción de Ino-

cencia, pero sin desconocer los derechos de 

la víctima u ofendido. 

Así es que se inserta fundamentalmente 

en el procedimiento penal mexicano, la pre-

valencia del Principio de Contradicción, 

que consiste fundamentalmente en el ámbi-

to de un procedimiento acusatorio que las 

partes involucradas estén en posibilidad real 

de expresar sus argumentos y rebatir los de 

la contraria, logrando así el equilibrio inter-

partes dando así factibilidad a la contradicción 

probatoria, para lograr con ello la inclusión 

decisiva de las partes procesales (ofendido o 

víctima e inculpado) para adoptar un método 

de procesamiento abierto a trasluz, y de ese 

modo erradicar la opacidad del mecanismo 

escrito, pues en la nueva sistemática se privi-

legia el avance procesal a través de audiencias 

públicas por lo general, que permiten no sólo 

legitimar el proceso mismo, sino al Juzgador 

como Impartidor de Justicia frente a una so-

ciedad demandante y vigilante de legalidad. 

En suma, se erradica la concepción procesal 

del sistema de tendencia inquisitivo que pre-

dominaba en nuestro país, para dar paso a 

un mecanismo de impartición de justicia que 

evoluciona a la estricta vigilancia de la socie-

dad en su conjunto.
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Principios y Características

La conformación de la norma adjetiva pe-

nal, conlleva la tarea de estructurar en 

forma metodológica el Procedimiento Penal 

Acusatorio que impone la reforma constitu-

cional, por ello fue indispensable para el Cons-

tituyente fincar las bases jurídicas que deben 

dar cohesión a ese planteamiento normativo, 

pues debe responder no sólo a un determina-

do sentido dogmático, sino también práctico, 

que permita la viabilidad del objetivo jurídico 

y social con que se ve permeada la ley fun-

damental reformada, para establecer los me-

canismos jurídicos que permitan el logro de 

sus objetivos, es decir, el esclarecimiento de los 

hechos, la protección del inocente, la procuración 

de erradicar la impunidad y el restablecimiento 

de los daños causados por el delito; bajo estos 

objetivos se enfocaron el establecimiento de 

los Principios que rigen el sistema de admi-

nistración de justicia acusatorio al señalar que 

estos son: Publicidad, Concentración, Contra-

dicción, Continuidad e Inmediación. Los cua-

les se explican como sigue:

Publicidad. Es fundamental estructurar 

el procedimiento acusatorio en todas sus eta-

pas, pero particularmente aquellas en que tie-

ne intervención jurisdiccional, bajo la base de 

la publicidad, pues es a través de ésta como 

se dará transparencia a la actuación del ór-

gano de administración de justicia, situación 

que trasciende a lograr uno de los objetivos 

básicos del establecimiento del sistema acu-

satorio en nuestro marco fundamental, lo cual 

corresponde a lograr recuperar la confianza 

de la sociedad en sus instituciones de imparti-

ción de justicia, por ende este principio debe 

regir ampliamente.

Concentración. Es de vital importan-

cia que la estructura normativa a desarro-

llar se encuentre permeada del Principio de 

Concentración, particularmente en aquellos 

actos de determinación jurisdiccional, pues 

en el estricto apego a este cimiento básico 

del sistema acusatorio, daremos sustento a 

la oralidad que se exige en la actuación de 

administración de justicia, siendo que la ma-

terialización de este lineamiento será en gran 

medida la inmediata posibilidad de que la so-

ciedad aprecie el cambio que trae aparejado 

el sistema acusatorio, pues justamente en 

base a la Concentración es como deberemos 

establecer los mecanismos por los cuales las 

determinaciones judiciales se verifiquen en 

una misma audiencia oral y pública, con lo 

que la ciudadanía estará en posibilidad de evi-

denciar la lógica y naturaleza del sentido de 

esas determinaciones judiciales. 

Contradicción. Es básico en todo pro-

cedimiento acusatorio, que las partes tengan 

la posibilidad amplia de contradecir no sólo 

los argumentos de la contraria, sino los me-

dios de prueba en que sustenta su posición, 

por ende en el nuevo esquema procedimen-

tal, cobran un papel fundamental los meca-

nismos jurídico procesales que se ideen para 

lograr el equilibrio procesal de partes y así 

lograr que éstas cuenten con la posibilidad de 

contradicción.

Continuidad. Conlleva en si mismo el 

apego a la Concentración, pues impone que se 

estructure la norma basada en un esquema de 

determinaciones judiciales, sustentadas en au-

diencias públicas y orales, pero fundamentalmen-

te inmediatas y continuas, es decir, sin interrup-

ción ni dilación que permitan generar sospecha 

sobre el criterio jurídico sustentado, por ende la 

actuación del órgano de administración de justi-

cia debe ser continuo, es decir, ininterrumpido 

hasta lograr conocer su determinación.
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Inmediación. La presencia del titular o 

titulares de los órganos judiciales, ya sea que 

funcionen en forma Unitaria o Colegiada, se-

gún sea el caso, es esencial para lograr no sólo 

la transparencia en su decisión, sino para que 

éstos puedan decidir en base al conocimiento 

directo de los hechos, sus expositores, y de-

más detalles que jamás podrán ser percibidos 

a través de constancias escritas, de ahí que 

igualmente esta misma inmediación impone a 

nuestro juicio la necesidad de analizar la viabi-

lidad del funcionamiento unitario o colegiado 

de los órganos de administración de justicia.

A su vez el sistema presenta las carac-

terísticas de Acusatoriedad y Oralidad; 

la primera para asegurar una trilogía procesal 

en la que el Ministerio Público sea la parte 

acusadora, el inculpado esté en posibilidad de 

defenderse y que al final sea un juez quien re-

suelva con legalidad; la segunda que abonará 

a fomentar la transparencia y fiscalización so-

cial del actuar judicial, garantizando al mismo 

tiempo una relación directa entre el juez, las 

partes y desde luego la sociedad, dando lugar 

con ello que los procedimientos sean ágiles 

y sencillos, pero además transparentes para 

la vigilancia efectiva de la sociedad por tanto 

de convencimiento en la colectividad que da 

como resultado el reconocimiento social a su 

sistema de justicia penal. 

Tópicos fundamentales de la Reforma

En este marco de cosas, se prevé la exis-

tencia de un Juez de Control que 

resuelva en forma inmediata y por cualquier 

medio las solicitudes de medidas cautelares, 

providencias precautorias y técnicas de in-

vestigación que la autoridad ministerial así 

lo requiera, cuidando se respeten las formas 

de legalidad de las partes, enfatizando que la 

actuación del Ministerio Público como parte 

acusadora, sea estrictamente apegada a de-

recho. Por su parte el Juez de Oralidad 

se hará cargo del asunto una vez vinculado 

a proceso el indiciado, hasta la emisión de 

la sentencia correspondiente, mientras que 

también ejercerá un Juez de Ejecución 

quien vigilará la efectividad de la ejecución de 

la pena, a fin de lograr su cometido.

En cuanto a la Medida Cautelar de 
Prisión Preventiva, se pretende que sólo 

pueda aplicarse cuando otras medidas no 

sean suficientes y eficaces para garantizar la 

comparecencia del inculpado en el juicio; el 

desarrollo de la investigación, la protección 

de la víctima, de los testigos o de la comuni-

dad; o bien, cuando el imputado esté siendo 

procesado o haya sido sentenciado previa-

mente por la comisión de un delito doloso.

Aun cuando cabe recordarse que la pro-

pia norma constitucional finca las bases para 

el establecimiento del Régimen de Ex-
cepción, catalogando los delitos estimados 

como graves y por tanto que implican Prisión 

Preventiva Oficiosa, tal es el caso del trata-

miento para la Delincuencia Organizada, Ho-

micidio Doloso, Violación, Secuestro, delitos 

cometidos con medios violentos como armas 

o explosivos, así como delitos graves que 

determina la ley en contra de la Seguridad 

de la Nación, en Contra del Libre Desarrollo 

de la Personalidad y en Contra de la Salud; 

destacándose sobre este tópico, que del aná-

lisis detallado de los tipos penales previstos 

en el Código Penal para el Distrito Federal, 

susceptibles de ser abarcados por las hipó-

tesis de delitos cometidos con medios violentos 

como armas o explosivos; o bien, que afectan 

el libre desarrollo de la personalidad, quedan 

comprendidos 66 supuestos típicos, por tan-
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to es amplia la gama de ilícitos que implican la 

imposición de la Prisión Preventiva Oficiosa, y 

con lo cual se rebate la errada concepción de 

quienes consideran que el nuevo sistema de 

administración de justicia acusatorio adopta-

do, implicará el relajamiento en la obligación 

elemental del Estado, de dar seguridad y pro-

tección a la sociedad, estableciendo supues-

tos mecanismos procesales que se traduzcan 

en una “carta de porte” a la delincuencia al 

quedar reducida la medida cautelar de la Pri-

sión Preventiva a su mínima expresión; nada 

más obtuso de pensamiento, pues en realidad 

lo que aquí ocurre es que la nueva concep-

ción procesal establece una selección precisa 

y detallada de las conductas ilícitas que en 

razón a su lesividad social y por tanto pro-

porcional entre el hecho cometido y su afec-

tación al orden jurídico, se hace necesario la 

aplicación de tal medida en aras de preservar 

un bien superior, como lo es, la seguridad y 

bienestar social.

Siendo destacable sobre este particular 

lo relativo a la Delincuencia Organizada, pues 

dada la complejidad que requiere el tema, 

por el daño que causa a la sociedad, dentro 

del marco de ese régimen de excepción se 

establece como una organización de tres o 

más personas para cometer en forma perma-

nente o reiterada delitos, en los términos de la 

ley de la materia. Para estos casos, se autoriza 

decretar arraigo a una persona por parte del 

Juez de Control y a solicitud del Ministerio 

Público con las modalidades de lugar y tiem-

po que la ley señale, siempre y cuando sea 

necesario para el éxito de la investigación, la 

protección de personas o bienes jurídicos o 

cuando exista riesgo fundado de que el incul-

pado se sustraiga de la acción de la justicia. 

No podrá exceder de cuarenta días, plazo 

prorrogable únicamente cuando el Ministerio 

Público acredite que subsisten las causas que 

le dieran origen y en ningún caso podrá exce-

der de ochenta días.

También se estima necesario que se pre-

vean Mecanismos alternativos de solu-
ción de controversias, que por mandato 

constitucional expreso, procuren asegurar la 

reparación del daño y mismas que para con-

servar las formas de transparencia, tales me-

canismos deben estar sujetos a supervisión y 

aprobación judicial mediante las vías que se 

establezcan en la legislación secundaria. 

Lo anterior, sin olvidar que la ratio esendi 

de tales mecanismos alternos de solución, es 

que cobran especial importancia para la viabi-

lidad del novísimo sistema de administración 

de justicia penal, ya que sólo a través de su 

consolidación es que se logrará configurar 

los filtros suficientes para reducir lo máximo 

posible, el necesario juzgamiento criminal, 

creando así el efecto deseado, es decir, des-

presurizar a los órganos de administración de 

justicia por una parte, y además tal medida 

generará economía procesal, obteniendo que 

la víctima de un delito obtenga rápidamente 

la reparación del daño sufrido, mientras que 

el inculpado se responsabiliza de sus acciones, 

reparando el daño causado, sin crear una me-

todología que propicia se colapse el sistema 

de administración de justicia como actual-

mente ocurre.

Por ello es que se estima indispensable 

que en la legislación secundaria se establezcan 

las bases para que el espectro de ilícitos sus-

ceptibles de ser atendidos por mecanismos 

alternos de solución se amplíe; situación que 

sólo podrá ser logrado incluyendo en tal tra-

tamiento a los delitos de bajo impacto social, 

estimados así por sus consecuencias mínimas 
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en el patrimonio de las personas y además 

porque no fue ni siquiera puesta en peligro 

la integridad de la persona; en suma, aquellos 

delitos de corte patrimonial en donde la afec-

tación del bien jurídico no tiene lugar a través 

de la violencia sobre la víctima o su entorno 

de seguridad primario, como lo es su domici-

lio o lugar de trabajo.

Respecto al instituto de la defensa, se 

destaca en la reforma eliminar la figura de “la 

persona de confianza”, y en cambio se pre-

tende garantizar el derecho a una defensa 

técnicamente adecuada, proporcionada por 

un abogado, pues con ello se pretende con-

solidar la igualdad de condiciones entre las 

partes procesales, dando lugar con lo ante-

rior a la formación de un servicio de Defen-

soría Pública de calidad para la población y 

asegurar las condiciones para un servicio civil 

de carrera para los defensores públicos, esta-

bleciendo que sus emolumentos no podrán 

ser inferiores a los que correspondan a los 

Agentes del Ministerio Público.

Otro tópico de relevancia que se con-

figura en la reforma judicial penal mexicana, 

lo es que la actual exigencia probatoria 

que debe reunir el Ministerio Público para 

plantear los hechos ante el órgano jurisdic-

cional y así estar en posibilidad de solicitar 

una orden de aprehensión, se reduce y por 

tanto se adopta un nivel internacionalmente 

aceptado, de manera que baste que el ór-

gano ministerial presente al juzgador datos 

que establezcan la realización concreta 
del hecho que la ley señale como delito y 

la probable intervención del imputado en 

su comisión, como autor o partícipe, para el 

libramiento de la orden de captura; elemen-

tos que resultan suficientes para justificar ra-

cionalmente que el inculpado sea conducido 

ante el órgano jurisdiccional a fin de conocer 

la imputación del hecho delictivo que se le 

imputa y con ello pueda ejercer plenamente 

su derecho a la defensa, en un proceso res-

petuoso de todos los principios del sistema 

acusatorio.

Hecho Delictivo

Ahora bien, tal exigencia pro-

batoria a que nos he-

mos referido, no puede conceptualizarse en 

su total dimensión por considerar que es en 

la Exposición de Motivos de la reforma cons-

titucional que nos ocupa, en donde se explica 

el sentido y alcance de la finalidad que se per-

sigue con tal reforma, por tanto no debemos 

olvidar que en los últimos 15 años, se han 

sucedido reformas constitucionales que bus-

caron lograr el equilibrio entre la seguridad 

jurídica de las personas y la eficacia en la per-

secución del delito al momento de resolver 

la detención de un inculpado, al inicio de un 

proceso penal, así es que en 1993 se conside-

ró procedente incorporar al párrafo segundo 

del artículo 16 de nuestra constitución federal 

el requisito para librar una orden de aprehen-

sión, de que el juez debería cerciorarse de 

que se hubiesen acreditado los elementos del 

tipo penal y que existieran datos que hicieran 

probable la responsabilidad penal del inculpa-

do, considerando el Constituyente que con 

esto se había incrementado notablemente 

el nivel probatorio requerido, respecto del 

anteriormente exigido para ese fin, lo cual 

generó que la mayoría de las Averiguaciones 

Previas iniciadas con motivo de denuncias o 

querellas tuviesen prolongados periodos de 

integración, y que la mayoría de éstas no lle-

gasen al conocimiento judicial, en virtud de 

no reunirse los elementos requeridos, o fre-
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cuentemente, al solicitarse la orden de apre-

hensión, fuese negada por el Juez. Estimando 

asimismo el Constituyente, que la referida 

situación incrementó los obstáculos jurídicos 

para las víctimas u ofendidos de acceder a la 

justicia penal, así como a los niveles de impu-

nidad e inseguridad pública, y por tal motivo, 

en 1999 se reformó el segundo párrafo del 

citado numeral, ahora según lo establecieron 

para reducir la exigencia probatoria al requerir 

la acreditación del cuerpo del delito y hacer 

probable la responsabilidad penal del justicia-

ble, lo cual implicaba definir en la ley secun-

daria el contenido del cuerpo del delito, permi-

tiendo así que cada legislación estableciera el 

contenido de la citada figura, prevaleciendo la 

disparidad de criterios e incluso los excesos 

de las legislaciones, ya que en algunos casos la 

exigencia fue baja y en otros resultó alta, no 

lográndose entonces el objetivo perseguido, 

lo cual a criterio del Constituyente ha sido 

un factor muy importante que coadyuva en 

los actuales niveles de ineficacia, impunidad, 

frustración y desconfianza social. 

Por lo anterior, el Constituyente estimó 

que a fin de evitar que la mayoría de las de-

nuncias o querellas sean archivadas por el Mi-

nisterio Público, aduciendo que los datos que 

arroja la investigación son insuficientes para 

consignar los hechos al Juez, es necesario es-

tablecer un nivel probatorio razonable para la 

emisión de la orden de aprehensión, la cual 

es una de las puertas de entrada al proceso 

jurisdiccional, que constituya el justo medio, 

entre el legítimo derecho del imputado de 

no ser sujeto de actos de molestia infunda-

dos, pero también su derecho fundamental 

a que la investigación de su posible participa-

ción en un hecho probablemente delictivo se 

realice ante un Juez y con todas las garantías 

y derechos que internacionalmente carac-

terizan el debido proceso en un sistema de 

justicia democrático, por lo que el legislador 

estimó adecuadas las propuestas de raciona-

lizar la actual exigencia probatoria que debe 

reunir el Ministerio Público para plantear los 

hechos ante el Juez y solicitar una orden de 

aprehensión a un nivel internacionalmente 

aceptado, de manera que baste que el órgano 

de acusación presente al juzgador datos que 

establezcan la realización concreta del hecho 

que la ley señala como delito y la probable 

intervención del imputado en el mismo, sea 

como autor o como partícipe, para el libra-

miento de la citada orden.

Ahora bien, de lo antes expuesto pode-

mos establecer que la finalidad del legislador al 

racionalizar la actual exigencia probatoria que 

debe reunir el Ministerio Público para plantear 

los hechos ante el Juez conlleva a estimar al 

HECHO DELICTIVO como sinónimo de deli-

to, cuyo análisis debe efectuarse de acuerdo a 

un nivel probatorio internacionalmente acep-

tado, que no es otro de acuerdo a la jurispru-

dencia emitida por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, sino de una mayor flexi-

bilidad en la valoración de la prueba de acuer-

do con las reglas de la lógica, con base en la 

experiencia y dentro de los límites de la sana 

crítica, sin una rígida determinación de la can-

tidad de prueba necesaria para fundar un fallo, 

examinándose con esta tesitura en una con-

cepción tetratómica, es decir : a) La conducta 

b) La tipicidad con todos sus elementos, esto 

es, objetivos, subjetivos y normativos, según 

sea el caso; b) la Antijuricidad, verificando que 

no se dé alguna causa de licitud; c) la culpabi-

lidad, analizándose que no se dé alguna causa 

de inculpabilidad, elementos que en conjunto 

configuran el delito y que son congruentes 
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con un sistema democrático de derecho re-

conocidos por la norma internacional.

El nivel probatorio planteado es acepta-

do, porque en el contexto del Sistema Pro-

cesal Acusatorio incorporado a nuestra ley 

fundamental, se reconoce a la etapa de inves-

tigación ministerial, misma a la que respetan-

do la tradición jurídico mexicana, ésta debe 

ser agotada exhaustivamente por el Ministe-

rio Público, a fin de presentar a la considera-

ción del órgano de administración de justicia, 

una indagatoria debidamente integrada, sólo 

que la misma se verifica a la luz de la actua-

ción ministerial y ya no a la posibilidad de su 

ocultamiento y manipulación. Situación que 

marca un claro distintivo frente a la fase de 

investigación que se contempla en legislacio-

nes extranjeras (Chile o Colombia) en donde 

la fase de investigación es meramente básica 

y elemental, estatuyendo una etapa desfor-

malizada y otra a partir de su formalización, 

pero con la cual continúa abierta para que se 

siga perfeccionando la misma; situación que 

claramente no empata con la lógica jurídica 

mexicana y por tanto en este punto es claro 

que el Constituyente prefirió preservar el dis-

curso histórico e ideológico que ha caracteri-

zado al artículo 19 Constitucional, por el cual 

estimamos que al hacer prevalecer el término 

de las 72 horas, así como los contenidos del 

llamado Auto de Vinculación, que lo tradu-

cen en un auto cabeza de proceso, es claro 

que en México, a diferencia de otras latitudes, 

continúa la posibilidad del ejercicio de defen-

sa mediante el aporte de pruebas para justi-

preciación por el Juez de Vinculación, previo a 

la emisión de su determinación que resolverá 

justamente si se encuentra acreditada la exis-

tencia del hecho delictivo y la intervención del 

inculpado en su comisión.

Sin que esto signifique que se rompan los 

principios y elementos esenciales del Sistema 

Acusatorio Oral que hemos adoptado, sim-

plemente dicho sistema queda amoldado a las 

necesidades históricas y sociales del pueblo 

mexicano, ya que además en nada trastoca 

los beneficios de la nueva sistemática jurídica 

procesal, sino por el contrario, los enriquece 

y preserva a través del pleno ejercicio de los 

Principios de Legalidad y Seguridad Jurídica, 

que son pilares distintivos de la formación 

dogmática mexicana, enraizados sólidamente 

en la vida pública de la nación, al haber pene-

trado en el inconciente colectivo como único 

medio real para erradicar los pesares que en 

un momento histórico dejaron en México los 

denominados “juicios sumarísimos” o incluso 

la imposición de sanciones hasta sin procedi-

miento judicial alguno. 

Por tanto, resulta acertadísima la pro-

puesta del Legislador Constituyente al pre-

servar los términos esenciales del numeral 19 

Constitucional en este apartado en particular, 

pues como se ha dicho, no debemos dejar 

alterarnos por las voces que afirman la exis-

tencia de un yerro en el texto constitucio-

nal, pues tales posturas simplemente cobran 

cabida en quienes no guardan en si mismos, 

cuando menos, la memoria reciente social, 

mucho menos pueden respetar la evolución 

social integral del pueblo de México.

A su vez no dejamos de destacar que no 

existe un riesgo de que esta reducción del 

nivel de prueba necesario para la emisión de 

la orden de aprehensión, sea motivo de abu-

sos, ya que existen amplios contrapesos que 

desalentarán a quienes se sientan tentados a 

recurrir a tal práctica, en razón de que el pro-

ceso penal será totalmente equilibrado por 

las partes y respetará cabalmente los dere-
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chos del inculpado, de manera que si se obtie-

ne una orden de captura sin que los indicios 

existentes puedan alcanzar en forma lícita el 

estatus de datos necesarios, sin lugar a duda 

se desvinculará al imputado, al incorporarse 

expresamente a la Constitución principios 

como el de presunción de inocencia, el de la 

carga de la prueba y el de exclusión de prueba 

ilícitamente obtenida.

Fases del Procedimiento Penal Acu-

satorio Mexicano

Siendo así como podemos 

afirmar que en la actual 

estructura procesal que delinea la reforma 

constitucional, se integra el procedimiento 

penal por cuatro fases perfectamente defini-

das, consistentes en: a) Una Investigación, b) 

Fase Intermedia, c) Juicio Oral, y d) Ejecución 

Penal.

Mismas fases procesales que además 

cabe destacar que sólo encuentran identidad 

con otras legislaciones latinoamericanas en la 

denominación, pero que resultan ser total-

mente distintas en su contenido, puesto que 

la estructura constitucional mexicana así lo 

demanda y por tanto la emisión de la nor-

ma procesal secundaria penal, quedará con-

formada por las necesidades propias de cada 

entidad federativa, que la particulariza de las 

demás, acorde a nuestro sistema de organi-

zación política federal, en donde el Código 

de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal, surgirá con las bases del sistema acu-

satorio garantista adoptado, pero ajustado a 

su fuente constitucional, y por tanto ideando 

dichas fases en estricto apego a los principios 

de legalidad, seguridad jurídica y demás que 

distinguen la tradición jurídica mexicana.

Juez de Ejecución Penal

Llamando nuestra aten-

ción por su 

trascendencia en la vida jurídico procesal pe-

nal de nuestro país, la judicialización de las 

consecuencias del delito, a través de la figura 

del Juez de Ejecución, lo cual conlleva a la re-

flexión sobre los sustitutivos y beneficios pe-

nales, no sólo en el ámbito del cumplimiento 

material de las penas y medidas de seguridad, 

sino también en aquellos institutos jurídicos 

de esta índole afectos al Juez de Sentencia, 

pues es claro que seguirán prevaleciendo los 

sustitutivos y beneficios determinables en el 

dictado de una sentencia penal, como aque-

llos que serán objeto de otorgamiento en la 

fase de ejecución.

Pero ello, no es ajeno a la reforma penal 

imponer directrices específicas, que analiza-

das en un contexto general y fundamental-

mente a través de un método sistemático, 

deja advertir la óptica de que para el mejora-

miento del sistema de administración de jus-

ticia penal, deben adoptarse procedimientos 

estructurados bajo los principios de la orali-

dad y equilibrio procesal. 

Así, consideramos que este mismo es-

quema debe prevalecer en el campo de la 

Ejecución Penal, en donde el Juzgador a cuyo 

cargo resida la aplicación, observancia y vigilan-

cia en el cumplimiento de las penas impuestas 

por el órgano instructor, debe regirse también 

por procedimientos ágiles y orales, en donde 

se conserve congruentemente con el respeto 

y resguardando de la intervención de partes, 

a fin de poder llevar a la factibilidad cotidiana 

el apego a la legalidad en las determinaciones 

judiciales que sustenten el cumplimiento de 

penas, las cuales al deber ser inspiradas en un 
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Principio de Proporcionalidad, para la deter-

minación por el legislativo de los márgenes 

mínimo y máximo de cada sanción con rela-

ción a las figuras delictivas concretas, ello a su 

vez conlleva en el campo de la ejecución pe-

nal, que la misma se sustente en el Principio 

de Efectividad de la Pena, erradicándose los 

desaciertos que justamente se pretenden eli-

minar en la nueva temática penal de México 

y así abandonar la inercia prevaleciente hasta 

ahora, en donde el Juez que sentencia, impo-

ne una pena la cual difícilmente será cumplida 

en sus términos, a virtud de la intervención de 

criterios de diversas autoridades sustentados 

en directrices opacas que impiden establecer 

cómo se estatuyó la existencia de cualidades 

en el sentenciado que demuestren su “reso-

cialización”, de ahí que es justamente donde 

reside la trascendencia y necesidad de some-

ter a la determinación judicial todo lo relativo 

al cumplimiento de penas.

En tal tesitura, encontramos que los pro-

cedimientos para la modificación de cualquier 

sanción impuesta ejecutoriadamente por au-

toridad judicial facultada para ello, sólo podrá 

llevarse a cabo por el Juez de Ejecución, en 

casos específicos y a fin de adaptar la pena 

a las necesidades oportunas para lograr en la 

mayor medida posible, la re-inserción al teji-

do social del sentenciado; ejemplo de ello lo 

tenemos en los casos en que por la comisión 

de determinado ilícito se ha impuesto una 

pena privativa de libertad, misma que ante el 

probado deterioro de salud del sentenciado, 

su expectativa de calidad y tiempo de vida, 

se torna innecesario el cumplimiento total y 

efectivo de la pena, aspecto que desde luego 

deberá ser objeto de análisis y determinación 

del Juez de Ejecución; o bien, en aquellos 

casos en que el sentenciado estando com-

purgando su sanción, le sobreviene insanía 

mental, en donde el órgano jurisdiccional 

de ejecución podrá establecer que el tiem-

po que aún subsiste la sanción impuesta se 

conmute por la medida de tratamiento que 

resulte, acorde con los dictámenes médicos, 

la más eficaz ya sea para la sanidad o control 

del padecimiento.

Otro rubro lo constituye, el otorgamien-

to y vigilancia de sustitutivos y beneficios pe-

nales al ejecutarse una pena impuesta por la 

comisión de un delito, ya que en esa visión, 

consideramos que la modernización de estos 

institutos jurídicos, debe aplicarse incursio-

nando para ello en el apego a los principios 

que rigen en el artículo 18 de la Constitu-

ción Federal; así encontramos que resulta 

realmente innovador establecer la sustitución 

de pena privativa de libertad, para determi-

nados ilícitos como podrían ser los de corte 

patrimonial, en procedimientos educativos de 

carácter obligatorio, los cuales pueden incluso 

ser participantes muy importantes los diver-

sos organismos públicos a cuyo cargo se tiene 

la educación para adultos; o bien, puede igual-

mente establecerse la sustitución de pena de 

prisión, para delitos de origen sexual (abuso 

o violación) a través de tratamientos médico 

farmacológicos, que además combinados con 

tratamientos psicológicos permitan estable-

cer bases sólidas de que el sujeto no volverá 

a delinquir con respecto a esta naturaleza de 

hechos ilícitos, desde luego teniendo para 

ello el control y vigilancia puntual y efectiva 

que el Juez de Ejecución realizará al respecto, 

mediante la práctica sistemática de pruebas 

que acrediten el cumplimiento de los trata-

mientos indicados por parte del sentenciado 

beneficiado con el sustitutivo, lo cual habre-

mos de lograr incluso con la intervención de 
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las instituciones públicas que prestan servicio 

en el sistema de salud pública. De tal suerte 

que la conjunción de los nuevos esquemas de 

sustitución de penas, como la prevalecía de 

aquéllos ya existentes que puedan ser viables 

a contribuir para el logro de una mejor y efi-

caz re-inserción del sentenciado en la socie-

dad, deben ser clara y puntualmente articula-

dos, en tanto que su otorgamiento debe estar 

igualmente permeado de claridad y transpa-

rencia; por ello estimamos necesaria la aper-

tura pública a los procedimientos del Juez de 

Ejecución, en donde incluso se dé oportuni-

dad a la víctima del delito, para ser escuchada 

y tomada en cuenta, conociendo de ella di-

rectamente, el órgano judicial los alcances que 

le ha representado al día de la determinación 

sobre el otorgamiento o no del sustitutivo o 

beneficio penal, la reparación del daño decre-

tada a su favor, aspecto que cobra congruen-

cia incluso con el espíritu integral que impulsa 

esta reforma penal, en donde si se ha reco-

nocido a la víctima con facultad para ejercitar 

directamente por si misma la acción penal, en 

determinados asuntos, cuanto más es necesa-

ria escucharla y darle intervención para la fase 

más importante y trascendente del proceso 

penal, es decir, la etapa de ejecución, pues es 

palmario que ningún esfuerzo jurídico, econó-

mico o social tendrá efectividad en el campo 

de administración de justicia penal, hasta en 

tanto no se haga prevalecer el cumplimiento 

de la pena con efectividad tal que precisamen-

te logre su objetivo en el individuo que violó 

la norma penal.

El concepto de flagrancia en el de-

lito como justificación de la detención de 

una persona sin mandato judicial, es univer-

salmente utilizado sólo que el alcance de ese 

concepto es lo que encuentra divergencias en 

las diversas legislaciones. Es aceptado que la 

flagrancia no sólo consiste en el momento 

de la comisión del delito mismo, sino tam-

bién el inmediato posterior, cuando se genera 

una persecución material del sujeto señalado 

como interviniente en su comisión, de ma-

nera que si el detenido en su huida física u 

ocultamiento inmediato, se considera que 

aplica la flagrancia y por lo tanto se justifica 

la detención, tal visión estimamos que inspiró 

la concepción en la reforma constitucional al 

instituto de la flagrancia, y por tanto eliminan-

do la señalada flagrancia equiparada.

Otra propuesta novedosa, es la incorpo-

ración al texto constitucional de una medida 

cautelar para evitar que el imputado pueda 

evadirse de la autoridad ministerial o en su 

caso que pueda obstaculizar la investiga-

ción y afectar la integridad de las personas 

involucradas en la conducta investigada; este 

instituto corresponde al Arraigo, que con-

siste en privar de la libertad personal a un 

individuo por orden judicial durante un pe-

riodo determinado a petición del Ministerio 

Público durante la investigación preliminar, a 

fin de evitar que el imputado se evada del 

lugar de la investigación o se oculte de la au-

toridad o afecte a las personas involucradas 

en los hechos materia de la indagatoria. Exis-

te el arraigo en el domicilio físico del 

investigado o el que se cumple en un lugar 

distinto al primero; se ha utilizado para de-

litos calificados como graves por la ley, y el 

segundo sólo para presuntos miembros de la 

delincuencia organizada, siempre con autori-

zación judicial previa. No escapa que además 

se propone que se incorpore en el artículo 

16 Constitucional el arraigo exclusivamente 

para casos en donde se investigue el delito 

de delincuencia organizada.
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Una de las preocupaciones es la celeri-

dad en la resolución de los pedimentos del 

Ministerio Público al Juez en el tema de Me-

didas Cautelares, Providencias Precautorias y 

Técnicas de Investigación, para no perder la 

oportunidad en su ejecución, pero sobresale 

de éstas la Orden de Cateo que general-

mente se ha tramitado mediante el tradi-

cional procedimiento escrito en el cual, en 

ocasiones dilata en demasía las acciones del 

Ministerio Público, con el consecuente ries-

go de desaparición, alteración o destrucción 

de evidencias indispensables de preservación, 

por lo anterior, se propone suprimir la obli-

gación específica de que este procedimiento 

sea escrito, lo cual, vinculado a otros cambios, 

dará lugar a la atención pronta y expedita de 

los procedimientos de las citadas medidas 

cautelares y posibilitará que ya sea de forma 

presencial o por medios indirectos, el Minis-

terio Público le formule la petición y el Juez 

responda de manera inmediata, con lo cual la 

Representación Social procederá de inmedia-

to a ejecutar la medida, sin perjuicio de que 

el documento respaldo de la autorización 

pueda enviarse al mismo tiempo o de forma 

diferida para constancia, debiendo quedar 

siempre registro de tales las comunicaciones.

Uno de los reclamos más sentidos de la 

sociedad, es que las autoridades policíacas 

no son oportunas en el auxilio a las víctimas 

del delito, sobre manera, cuando éstas se ven 

violentadas en la intimidad de su domicilio. 

Tradicionalmente se ha tutelado el derecho 

a la privacidad en el domicilio, incluso por 

encima de la garantía como el derecho a la 

vida que tiene una jerarquía superior a la de 

la inviolabilidad del domicilio. A principios de 

2007 una jurisprudencia emitida por contra-

dicción de criterios por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, determinó que en casos 

de delito flagrante y cuando la demora en el 

acceso a la vivienda ponga en riesgo o incre-

mente el mismo, respecto de bienes jurídi-

cos de mayor jerarquía, es procedente que 

aún sin consentimiento de sus moradores, la 

policía ingrese al domicilio sin orden judicial, 

en razón de que se debe privilegiar el interés 

general de hacer cesar la comisión de delitos 

de los que la autoridad tiene conocimiento, y 

desde luego dejando establecidos los meca-

nismos para sancionar severamente cualquier 

exceso por las vías administrativa y penal. De 

lo señalado con anterioridad, se incorpora en 

el párrafo décimo segundo del artículo 16 de 

la norma suprema, la permisión para que en 

caso de delito flagrante la policía pueda ingre-

sar al domicilio de alguna persona con fines 

de auxilio de detención de particulares.

Constantes debates genera la actual po-

sibilidad tecnológica de que alguno de los 

participantes en la comunicación privada, la 

grabe y posteriormente la utilice, al no tener 

consentimiento de su interlocutor para esa 

publicidad. Pero es diferente cuando uno de 

los participantes graba una conversación en la 

que se incluye la información sobre un evento 

o conducta delictiva, ya que en tal caso, es la 
voluntad de uno de los propios inter-
vinientes el que divulga la conversación sin 

que ningún tercero la intercepte y más aún 

cuando el contenido es ilícito o proporcio-

ne información para conocer o esclarecer el 

evento posiblemente delictivo, donde existen 

disposiciones de orden público e interés social 

que prescriben la denuncia o la colaboración 

del sujeto que participó en la conversación. 

Por lo anterior, es procedente establecer 

la restricción a la garantía de la inviolabilidad 

de las comunicaciones privadas, salvo disposi-
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ción judicial en caso de que uno de los partici-

pantes sea quien grabe la comunicación sin la 

autorización de su interlocutor y siempre que 

no se viole con ello un deber de confidencia-

lidad previsto en la ley.

Puntualizados los tópicos anteriores, que 

se considera resultan trascendentales en el 

marco de la Reforma Constitucional al Sis-

tema de Administración de Justicia Penal en 

México, consideramos que ahora podemos 

destacar los aspectos esenciales que dicha 

transformación jurídica conlleva en el marco 

del Distrito Federal.

Un Nuevo Paradigma

Así es indispensable para entender tal 

transformación jurídica y específi-

camente en el contexto del Distrito Federal, 

reconocer que es incuestionable que los sus-

tentos del Sistema Acusatorio incorporado 

por la Reforma Constitucional nos presenta 

un Nuevo Paradigma del Sistema de 
Justicia Penal que debe reemplazar al an-

terior, que es propio de una época donde se 

entendía al proceso penal como mero 
instrumento de aplicación de sancio-
nes por parte del Estado a través del juez.

En efecto, la evolución del proceso pe-

nal refleja que el contexto que permitió el 

diseño del sistema de justicia penal en Ibero 

América es aquél que consideraba al pro-
ceso penal como simple herramienta 
de legitimación de la reacción punitiva 
estatal, este paradigma del Estado, vigente 

por siglos, y que acorde con su visión se con-

figuraron textos procesales tan importantes 

como Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal (Diario Oficial de la 

Federación del 19 de agosto de 1931), Códi-

go Federal de Procedimientos Penales (D.O.F. 

del 30 de agosto de 1934); Código de Proce-

dimientos Penales para el Estado de México 

(Gaceta de Gobierno del 3 de septiembre de 

1999) y a nivel internacional el aún vigente 

Código de Procedimientos Penales de Perú 

de 1940; parte del hecho de que el Estado 

ejerce y asume el monopolio del desempeño 

de la violencia legítima, lo cual ha conllevado 

el empleo del proceso penal como instru-

mento para su finalidad sancionadora. 

Pues bien, el monopolio del Estado 

usualmente ha sido vinculado con el dere-

cho a establecer normas penales (poder po-

lítico penal), sin embargo el mismo también 

se manifiesta en la potestad estatal a exigir 

el cumplimiento de las mismas y esta preten-

sión punitiva es de naturaleza procesal y no 

sustantiva; por ende, el Estado como titular 

del ius punendi tiene como tarea criminalizar 

conductas, establecer sanciones y lograr la 

imposición del castigo en el caso concreto a 

través de los jueces que conforman un poder 

estatal, el judicial, mismo que se convierte en 

el actor principal que dinamiza las institucio-

nes vinculadas al monopolio de la violencia 

legítima, y para lograr el objetivo de imponer 

el castigo el Estado debe fortalecer a uno de 

sus poderes para lograr el cometido sancio-

nador del ius punendi, esto es, se fortalece 

el rol del juez director de la instrucción, fa-

cultándolo para ordenar pruebas de oficio, 

dirigir el juzgamiento, emitir la sentencia y 

ser el responsable de su ejecución, dejando 

a las partes un rol cada vez menos protagó-

nico. Como puede observarse, con todo lo 

anterior se reflejan los rasgos principales del 

sistema inquisitivo, (el secreto, la escrituralidad 

y la detención del imputado, mientras se espera 

el dictado del fallo) en donde la finalidad del 

proceso penal como marco para que el Es-
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tado legítimamente imponga una sanción al 

responsable del delito.

Ante la crisis de tal esquema comenta-

do, surge un nuevo paradigma, el cual par-

te de que el problema no consiste en restar 

legitimidad al Estado para utilizar al proceso 

penal como marco de imposición de la san-

ción, sino que el peligro está en considerarla 

como la única finalidad o simplemente la más 

importante.

El cambio de paradigma al sistema acu-

satorio, implica ver al delito como un conflic-

to de intereses y al hablar de delito debemos 

de tener presente que detrás de ello hay una 

víctima y un responsable, en donde ambos 

persiguen intereses que esperan ser ampara-

dos por la justicia penal. 

Así la víctima tiene los intereses de: a) 
que se imponga una sanción al responsable 

del delito, la cual será llevada por el Ministerio 

Público (pretensión punitiva) al órgano juris-

diccional a través del proceso penal al afectar 

también el delito intereses públicos o sociales; 

b) que se reparen los daños y perjuicios que 

ha sufrido. Por su lado el imputado, genérica-

mente hablando, tiene como intereses; a) la 

declaratoria de inocencia de los cargos que se 

le han formulado en su contra, o al menos; b) 
recibir una sanción atenuada.

En ese sentido, podemos señalar que el 

proceso penal es el medio por el cual se ven-

tilará el conflicto generado por el delito, bus-

cando hallar una solución en función a los 
intereses precisados y probados. Los 

interesados son los que deben desarrollar un 

rol protagónico, es decir, las partes deben de 

construir, argumentar o fundamentar sus inte-

reses, expectativas o pretensiones y el Minis-

terio Público como interesado en fundamen-

tar objetivamente su pretensión de sanción, 

debe encargarse de la investigación del hecho 

punible y de las resultas de la misma; es decir, 

si formula acusación o bien un requerimiento 

de sobreseimiento, tanto la parte acusadora 

como la acusada, requieren de un instrumen-

to metodológico que les permita construir 

su versión de lo sucedido, recolectar la evi-

dencia que requiere depurar lo recolectado, 

eliminando todo vicio o defecto procesal que 

invalide sus posiciones y sus evidencias, así 

como exponer sus posiciones. 

Este instrumento metodológico no es 

otro que la teoría del caso, la cual está 

presente en cada fase del proceso penal a tra-

vés de las actividades mencionadas: investiga-

ción (preliminar-conclusiva), etapa intermedia 

y juzgamiento, respectivamente. Así la solu-

ción del conflicto puede darse a través de una 

sentencia emitida en el marco del juicio oral 

o bien, a través del mecanismo concensuado 

como el Principio de Oportunidad, Ter-

minación Anticipada del Proceso, Negocia-

ción, o bien rápidos y expeditos; este nuevo 

paradigma es el que opera en los sistemas de 

justicia penal como el que ahora nuestra ley 

fundamental ha incorporado a nuestra reali-

dad jurídica, y en tales condiciones es que se 

hace necesario entender su visión y concep-

ción del proceso penal que habrá de regular. 

Cronograma

Puntualizada la concepción dogmática 

del nuevo sistema acusatorio, cabe recordar 

su cronograma de aplicación que desde lue-

go incide en la vigencia en el Distrito Federal, 

siendo ésta como sigue:
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ARTÍCULO OBJETIVO VIGENCIA COMENTARIO

DECRETO EN GENERAL REFORMA PENAL 19/06/08 DISPOSITIVO 

TRANSITORIO GENERAL

16 párrafo segundo Requisitos de la Orden de Aprehensión Hasta 8 años Falta norma secundaria

16 párrafo décimo tercero Jueces de Control, Medidas Cautelares y Registro 

de Comunicación M.P.-Juez

Hasta 8 años Falta norma secundaria

17 párrafo tercero Medios Alternos de Solución Hasta 8 años Falta norma secundaria

17 párrafo cuarto Explicación de Sentencias dictadas en Juicios 

Orales

Hasta 8 años Falta norma secundaria

17 párrafo sexto Defensoría Pública Especializada y Equilibrio 

Económico con el M.P.

Hasta 8 años Falta norma secundaria

18 Sistema de Reinserción Hasta 3 años Vigente hasta junio de 2011

19 * Auto de Vinculación

*Catálogo de Delitos Graves

Hasta 8 años Falta norma secundaria

20 *Garantías Procesales *Garantías del Procesado

*Garantías Victimales

Hasta 8 años Falta norma secundaria

21 párrafo séptimo Criterios de Oportunidad del M.P. Hasta 8 años Falta norma secundaria

22 *Proporcionalidad de la pena y el delito.

*Extinción de Dominio

19/06/08 En vigor

73 Fracc. XXI Facultad Legislativa Delincuencia Organizada 19/06/08 En vigor

73 Fracc. XIII Facultad Legislativa Bases de Coordinación 19/06/08 En vigor

115 Fracc. VII Mando Policía Preventiva 19/06/08 En vigor

123 Apartado B Fracc. XIII Separación de Cargo de Servidores Públicos sin 

posibilidad de reincorporación

19/06/08 En vigor

Debilidades de Nuestro Aparato de 

Administración de Justicia

Como puede observarse, el cronogra-

ma desarrollado para la implementación de 

la reforma constitucional presenta retos difí-

ciles y por ello para encontrar los mecanis-

mos jurídicos y los medios humanos que nos 

faciliten su cumplimiento es indispensable, a 

nuestro juicio, partir por reconocer nuestras 

debilidades en el apartado de administración 

de justicia capitalino, pues identificando éstas, 

se podrán establecer los mecanismos de for-

talecimiento. 

Así tenemos que son conocidas las fallas 

al interior del proceso penal propiamente, 

pues se observa la existencia de una meto-

dología de trabajo compleja y consolidada en 

la lectura y revisión reiterada del expedien-

te; esto genera una reproducción constante 

de las actuaciones realizadas en la etapa de 

la averiguación previa, y se torna en una tre-

menda preocupación acerca de la importan-

cia de revisar el expediente y constatar que 

no se haya faltado a alguna formalidad ni pa-

sar por alto alguna actuación, pero esto ha 

sido generalmente basado en las actuaciones 
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del Ministerio Público durante la Averiguación 

Previa, aún cuando también se observa este 

fenómeno durante las actuaciones practica-

das en el proceso, y al momento de dictar 

sentencia ante la obligación de suplencia de 

las deficiencias de la defensa, implica el revisar 

todo el contexto del proceso y no solamente 

lo que el defensor haya reclamado; esto es la 

minuciosidad con la que se realiza este traba-

jo de evaluación del expediente extrema, y 

por lo tanto el cambio hacia un sistema de 
audiencia puede llegar a ser muy difícil por 

el nivel de especificidad que ha alcanzado la 

construcción del expediente en importancia 

extrema del funcionario que otorga su con-

tenido.

Por otra parte tenemos que una porción 

relevante del personal judicial se muestra muy 

comprometida con las prácticas vigentes y re-

sistentes al cambio. Esto no quiere decir que 

se trate de personas adversas al proceso de 

reforma, pero sí implica que por su propia 

posición en el sistema, tendrán una tendencia 

mayor a generar resistencias en lo que hace 

a la nueva metodología de trabajo, ya que su 

posición y sus tareas varían substancialmente. 

Sólo observar la prohibición de delegación 

de funciones ya marca una primera dificultad 

con relación a las prácticas actuales, donde 

los Secretarios Proyectistas tienen enormes 

posibilidades de influir en la decisión judicial 

en función a que se desarrolla un trabajo de 

equipo para la toma de decisiones. 

La reforma constitucional prohíbe este 

tipo de prácticas, con lo que la figura actual 

del funcionario abogado que coadyuva en la 

toma de decisiones por parte del juzgador 

pierde su fundamento, por lo que es impor-

tante asumir este punto y buscar una solución 

que permita enviar desde el inicio un mensaje 

claro a los servidores públicos en términos de 

que su trabajo no está en riesgo para el cam-

bio, para evitar la generación de resistencias 

que pueden traducirse en la conservación de 

las prácticas del antiguo sistema y la consi-

guiente dificultad para lograr la implementa-

ción.

Por otra parte, se tiene la idea muy fija 

de que la audiencia consiste en un acto de 

protocolización de una comparecencia ante 

funcionarios administrativos del tribunal, exis-

tiendo dos constantes las partes concurren a 

las audiencias a ratificar la solicitud presentada 

por escrito y la presencia del Juez. No es un 

requisito considerado indispensable para la 

realización de la diligencia.

Esto constituye una debilidad en función 

a que uno de los cambios más importantes 

de la reforma es la posibilidad de instalar el 

método de la audiencia como forma de cum-

plimiento efectivo de las garantías del debido 

proceso. Ante esta realidad uno de los ries-

gos a enfrentar es el referido a la posibilidad 

de mantener este tipo de prácticas como afir-

mación formal de la oralidad de la audiencia. 

Por ello, generar desde el diseño mismo de 

las audiencias un entorno de incentivo para 

el ejercicio efectivo de la oralidad en la au-

diencia, es de fundamental importancia para 

el éxito de la implementación. 

A su vez no se deja de observar que un 

factor de preocupación constante del Juzga-

dor es la no concurrencia de testigos y/o pe-

ritos a las declaraciones a las que son citados. 

Este punto se identifica como una debilidad 

actual, pero también como un riesgo posible 

para el proceso a implementarse ya que la 

inasistencia a las declaraciones es una cons-

tante en los procesos. La costumbre de los 

testigos es no asistir a las citaciones que se 
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les hacen, salvo que ya tengan apercibimiento 

de arresto. Esta costumbre hace más lento el 

proceso, en el caso de los elementos de la 

policía es aun más sistemático, no asisten a 

declarar la primera vez que se les cita, por 

dos razones: por una parte, esto permite de-

jar por más tiempo detenido al inculpado y 

suelen utilizarlo como una estrategia en ese 

sentido. Por otra parte no consideran parte 

de sus funciones la concurrencia a declarar 

en proceso penal; de hecho, dada la movili-

dad permanente de la policía, suele darse con 

mucha frecuencia que son llamados a declarar 

y no se presentan porque se encuentran en 

otra área y no ven ninguna obligación de con-

currir, pues no sufren ningún tipo de sanción 

ni llamada de atención. 

Respecto a las periciales (que también 

dependen de la Procuraduría), el servicio que 

reciben los agentes del Ministerio Público no 

siempre es de la calidad requerida. La pericial 

toma mucho tempo, pero no alcanza a ser 

un cuello de botella porque el proceso pe-

nal dura más tiempo aún. Puede observarse 

entonces que el tema probatorio debe ser 

abordado en toda su dimensión a partir de un 

trabajo interinstitucional coordinado

Siendo éstas las más destacadas debi-

lidades que ha propiciado el actual sistema 

de administración de justicia y en torno de 

las cuales se debe trabajar para minimizar sus 

efectos en la implementación del nuevo sis-

tema acusatorio oral, sobre todo conjugando 

el cambio de mentalidad en los recursos hu-

manos que es esencial e indispensable para el 

éxito de la empresa propuesta.

Nuevos tipos penales

Desde luego no se pierde la vi-

sión de que la implemen-

tación del nuevo sistema de administración de 

justicia, basado en el Sistema Acusatorio Oral, 

a  su vez requiere de adecuaciones sustantivas 

penales, es decir, la conformación de nuevos 

ilícitos que son susceptibles de ser cometidos 

por servidores públicos que se desarrollan 

tanto en el ámbito de procuración como ad-

ministración de justicia.

Por ello se considera que el Código 

Penal para el Distrito Federal también debe 

ser adecuado a esta nueva realidad procesal 

penal y por tanto establecer como ilícito la 

conducta del elemento policiaco que en cum-

plimiento legítimo de una orden judicial, no 

ponga sin demora a disposición judicial al de-

tenido; o bien, en sentido opuesto, es decir, 

debe ser estimada como delictiva la conducta 

del policía que teniendo a su cargo la obliga-

ción de ejecutar un mandamiento judicial de 

captura, no lo cumpla, a pesar de estar en 

posibilidad física y material de hacerlo. Este 

mismo fenómeno se presenta en el campo 

de la procuración de justicia, en donde es 

también indispensable crear nuevos tipos pe-

nales para establecer como delito, cuando el 

Agente del Ministerio Público no ordene el 

registro de detención de personas puestas a 

su disposición.

Delitos de Querella

Otro aspecto indispensable de 

asumir, consiste en fortale-

cer el espectro de delitos perseguibles por 

querella, a fin de establecer un catálogo de 

mayor amplitud, tanto para la intervención 

de Medios Alternos de Solución como para 

el ejercicio directo de su pretensión punitiva 

del particular (Acción Privada) con lo cual se 

logre la depuración sistemática del enjuicia-

miento criminal.
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Identidad del Procedimiento Penal 

Acusatorio con su Fuente Consti-

tucional

Sentado lo anterior, cabe 

ahora abordar la 

identidad jurídica a la que debe responder el 

diseño del Procedimiento Penal Acusatorio 

en México, particularmente en la legislación 

secundaria de cada entidad federativa, pues 

tal como lo mencionamos al abordar el tema 

de las “Fases del Procedimiento Penal Acusato-

rio Mexicano” (foja 19), la incorporación del 

carácter acusatorio y oral del enjuiciamiento 

criminal a que se refiere el párrafo inicial del 

artículo 20 Constitucional reformado, debe 

visualizarse y por tanto entenderse en un 

concepto sistémico que el legislador concibió 

acorde con la realidad histórica, social y políti-

ca que permea en nuestra nación, para lo cual 

si bien seguramente consideró los modelos 

prevalecientes en otras naciones, particular-

mente de Centro y Sudamérica, no por ello 

implica la erradicación integral de la evolución 

jurídica mexicana; entenderlo así, constituye 

tal yerro que resultaría en la pérdida abso-

luta de la identidad y tradición mexicana en 

el campo del derecho procesal penal, misma 

que ha sido forjada a lo largo de muchos años 

y como resultado de las distintas adecuacio-

nes gestadas en sus importantes movimien-

tos sociales, tanto de orden nacional como 

regional; por tanto, quien afirma que la con-

cepción legislativa que dio como resultado el 

texto de la Reforma Constitucional publicada 

el 18 de junio de 2008, calificándolo como 

un desacierto legislativo en función de que 

no responde en identidad a la sistemática 

procesal penal de otras naciones como en la 

República de Chile o Colombia, entre otras, 

sustenta su opinión en una miope visión del 

ánimo legislativo que inspiró el texto consti-

tucional reformado.

En efecto, sostenemos lo anterior sin de-

jar previamente de apuntar que en diversas 

regiones del país, se alude ya a los “motivos 

de fracaso” en la implementación de la nueva 

sistemática procesal penal, de lo cual algunos 

estudiosos vierten opiniones distintas, pero 

generalmente centradas en la falta de adecua-

ción estricta a los modelos sudamericanos en 

los que se estatuyen etapas que acorde con 

sus características simplemente son antagóni-

cas con nuestros lineamientos fundamentales, 

por tanto, en nuestra modesta opinión, esos 

desaciertos en la implementación del Siste-

ma Acusatorio Penal en algunos puntos del 

país, no radica en la inatención de aquellos 

esquemas, sino a que no se ha querido en-

tender que el texto de la Reforma Constitu-

cional nos define un “Modelo Nacional” de 

Procedimiento Penal Acusatorio, respetuoso 

y conocedor del devenir histórico y social de 

nuestro país, que lo hace propio e intransfe-

rible en sus exigencias jurídicas y que si bien, 

como toda norma jurídica, es susceptible de 

ser enriquecida a través del derecho compa-

rado, no por ello es posible sustituirla íntegra-

mente por normas e institutos jurídicos que 

simplemente no tienen eco en nuestra fuente 

constitucional, en la que se sintetiza también 

nuestro proceso evolutivo de la sociedad 

mexicana.

Así es que consideramos primordial des-

tacar que las reformas constitucionales del 18 

de junio del 2008, en nada alteraron y mucho 

menos erradicaron la observancia de los prin-

cipios de legalidad y seguridad jurídica que a 

lo largo de los años nuestra vida jurisdiccio-

nal ha forjado y delineando, de modo que 

la incorporación del Sistema Penal con ten-
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dencia acusatoria a nuestra ley fundamental, 

sin duda constituye un paso evolutivo de las 

leyes e instituciones de procuración y admi-

nistración de justicia, pero ello será en la me-

dida que encontremos los mecanismos para 

su implementación sistémica y en con base 

en una interpretación hermenéutica de la ley 

fundamental, que nos permita imbuir de sus 

principios rectores a las leyes secundarias que 

normen en cada región del país el procedi-

miento de enjuiciamiento penal.

Así tenemos que el primer párrafo del 

artículo 16 Constitucional sigue estatuyendo 

que “Nadie puede ser molestado en su perso-

na, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino 

en virtud de mandamiento escrito de la autori-

dad competente, que funde y motive la causa 

legal del procedimiento”, por tanto aun cuan-

do la metodología predominante del nuevo 

sistema de enjuiciamiento penal, radique en 

la oralidad (párrafo primero del artículo 20), 

se reconoce como soporte de legalidad que 

todo acto de molestia del gobernado se sus-

tente en un proceder fundado en la ley, el 

cual deberá estar suficientemente justificado 

mediante la motivación legal que haga consta-

table la actuación del órgano del Estado. Por 

tanto la conjugación sistemática del primer 

párrafo del artículo 16 con el primer párrafo 

del numeral 20, ambos de la Constitución Fe-

deral (reformada), permiten establecer que el 

procedimiento definido por el Constituyente 

tiene el carácter Acusatorio con método pre-

dominantemente oral, pero no puro pues los 

actos definitorios que trascienden a la esfera 

jurídica del gobernado serán a través de man-

damiento escrito en el que se funde y motive 

la determinación. Situación que desde luego 

abarca al mandamiento de captura a que se 

refiere el párrafo segundo del propio artículo 

16 de la Constitución Federal, en donde se 

reconoce que no podrá librarse Orden de 

Aprehensión sino por la autoridad judicial, en 

la medida que ésta advierta la constatación de 

que se ha cometido un hecho delictivo, san-

cionado con pena privativa de libertad y que 

obren datos que establezcan que el indiciado 

lo cometió o participó en su comisión; pues 

bien tal marco referencial impone necesaria-

mente que la autoridad judicial, para cumplir 

cabalmente con su obligación, debe fundar 

pero particularmente motivar su determina-

ción, lo cual conlleva implícito un ejercicio va-

lorativo de los datos que el Ministerio Público 

le ha aportado, hasta esa fase procesal, para 

justificar o no el mandato de captura, por tan-

to en el diseño constitucional mexicano, en lo 

relativo a la valoración probatoria, existe pro-

nunciamiento judicial indispensable que sienta 

las bases previas de la etapa de juicio oral, y 

lo cual tiene efectos ejecutivos sobre la esfera 

jurídica de las personas.

Otro aspecto que revela la sistemática 

particular del Modelo Nacional de enjuicia-

miento penal que ha estructurado nuestra ley 

fundamental, lo constituye el texto del artícu-

lo 19 Constitucional que alude al “Auto de Vin-

culación a Proceso”, al ser hermenéuticamente 

interpretado. 

Para esto, se impone primero apuntar 

que en la sistemática procesal penal imperan-

te en algunas legislaciones extranjeras, como 

en el caso de la República de Chile, el instituto 

de la formalización de la imputación se entien-

de como la comunicación que el fiscal efectúa 

al imputado, en presencia del juez de garantía, 

de que desarrolla actualmente una investigación 

en su contra respecto de uno o más delitos de-
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terminados, (art. 229 CPP R.Ch.) conllevando 

como efectos que: 1. se suspenda el curso de 

la prescripción, 2. se inicia el cómputo del tér-

mino para el cierre de la investigación [dos 

años], y 3. el Ministerio Público pierde la fa-

cultad de archivar provisionalmente el proce-

dimiento (art. 233 CPP R.Ch.). Situación ésta 

que dista diametralmente con la concepción 

del Auto de Vinculación a Proceso que rige 

nuestro artículo 19 Constitucional, en el que 

se establecen tanto requisitos de forma y fon-

do que particularizan al instituto; nótese que 

de fondo se debe expresar el delito que se 

impute, el lugar, tiempo y circunstancias de 

ejecución, como los datos que establezcan 

que se ha cometido el hecho que la ley seña-

le como delito y que exista la probabilidad de 

que el indiciado lo cometió o participó en su 

comisión. Por tanto, esos contenidos tradu-

cen al Auto de Vinculación en un verdadero 

auto cabeza proceso, que define la materia de 

enjuiciamiento y cuyo pronunciamiento, en el 

mejor de los casos, sólo permitirá al Ministe-

rio Público aportar otros medios de prueba 

en un plazo perentorio de 15 días que regu-

le la norma secundaria con respecto al tema 

(delito) ya definidos, o entorno a justificar me-

didas cautelares que estima necesarias, pero 

de modo alguno puede establecer el inicio de 

algún plazo para que, continuando abierta la 

investigación formalizada, ésta deba cerrarse, 

pues en la temática de la norma constitucio-

nal mexicana, ello no es posible.

Corrobora lo anterior el contenido del 

párrafo cuarto del mismo numeral 19 Cons-

titucional, en el que se establece que sólo a 

solicitud del imputado, puede prolongarse el 

dictado del Auto de Vinculación a Proceso, e 

incluso pervive el mandato para la autoridad 

carcelaria en los casos en que no reciba copia 

del mismo y del que decrete la prisión pre-

ventiva, para poner, en ese supuesto, en liber-

tad al indiciado; por tanto ello evidencia, sin 

lugar a dudas, que nuestra figura procesal de 

auto de vinculación a proceso constituye un 

efectivo mandato por el que se funda y mo-

tiva el auto cabeza de proceso, justificando 

(en los casos que lo autoriza la ley) la prisión 

preventiva. Situación que traduce totalmente 

distinta la visión procesal mexicana con otros 

modelos extranjeros.

Incluso, cabe decir que al dictarse el Auto 

de Vinculación a Proceso que define nuestra 

Constitución Federal, se daría inicio a la Fase 

Intermedia del proceso penal acusatorio, dan-

do como hemos dicho, oportunidad al órgano 

ministerial para que en un plazo perentorio 

(posiblemente 15 días) pueda efectuar su 

aporte probatorio y así dar oportunidad al 

indiciado y su defensa para el conocimiento 

integral del soporte convictivo de la imputa-

ción formulada en su contra, y con ello pueda 

contradecirla, dando lugar a la preparación de 

la etapa de juicio oral, pero de ningún modo 

justificaría una prisión preventiva para que a la 

postre se actualice una imputación formalizada.

En esas condiciones, consideramos que 

es indispensable que se adopte la visión del 

Constituyente para estructurar nuestra propia 

sistemática jurídico procesal penal, recono-

ciendo la prevalencia de los cimientos jurídicos 

que nos han dado identidad propia, fortale-

ciéndolos en el derecho comparado, sin apar-

tarnos de nuestros ejes rectores claramente 

definidos en la propia cronología procesal que 

delimita nuestra norma constitucional.
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Dr.  Ciro Betancourt garcía

En nuestro sistema actual, la parte 

ofendida es la más olvidada y la 

que más resiente el daño por la 

conducta criminal realizada, y si bien ya exis-

te la mediación en nuestro Tribunal Superior 

de Justicia del Distrito Federal como medio 

alternativo de solución de conflicto, lo cierto 

es que no se han obtenido resultados efica-

ces, en virtud de que los acuerdos a que se 

llegan no suspenden ni terminan con el pro-

cedimiento penal actual, y en el mejor de los 

casos los acuerdos sólo trascienden en la re-

paración del daño al momento de resolver 

en definitiva. 

Es por eso que los criterios de oportuni-

dad son una figura muy importante, en donde 

tendrían cabida los acuerdos reparatorios a 

los que se llega en las vías alternas de so-

lución de conflictos, y realmente terminarían 

con un procedimiento penal, lo suspenderían 

e inclusive lo evitarían en base a la facultad 

que tiene el Ministerio Público en los juicios 

orales respecto de los criterios de oportuni-

dad, el cual se aplica en:

a)	 Delitos de bajo impacto social; 

b)	Delitos cuya reparación del daño ya ha sido 

cubierta o asegurado su pago por algún 

medio alternativo de solución de conflicto; 

c)	 Porque el imputado colabore eficazmente 

en la investigación de delitos, en tratán-

dose de delincuencia organizada y delitos 

graves, para que cesen de consumarse 

otros o para que se impida la realización 

de varios más; y

d)	En delincuentes que por sus características 

personales hace innecesaria la imposición 

de pena alguna. 

Criterios de oportunidad

Conforme a las reformas del 18 de junio 

del 2008 a nuestra Carta Magna, sobre-

sale la plasmada al artículo 21 en su párrafo 

séptimo, el cual establece: 

“El Ministerio Público podrá considerar cri-

terios de oportunidad, para el ejercicio de 

la acción penal, en los supuestos y condi-

ciones que fije la Ley.”

Lo anterior es el fundamento Constitu-

cional en que descansan los criterios de opor-

tunidad que prevé el Sistema Penal Acusato-

rio, en el que se faculta al Ministerio Público 

para suspender, extinguir o abstenerse de 

ejercitar la acción penal en contra del imputa-

do cuando surja alguno de los supuestos que 

la Ley Secundaria prevé.

Criterios de oportunidad y el principio 
de legalidad

En lo que atañe al ejercicio de la acción 

penal, es una tarea exclusiva del Minis-

terio Público (salvo en lo que concierne a la 

acción privada que prevé el sistema acusato-

rio), el cual, en base a los criterios de oportu-

Criterios 

de oportunidad 

en el Sistema 

Penal Acusatorio

Criterios 
de oportunidad 
en el Sistema 
Penal Acusatorio
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nidad, puede o no ejercer, suspender o conti-

nuar, ante los tribunales jurisdiccionales.

El principio de legalidad plasmado en 

nuestra Constitución en sus artículos 14 y 16 

en materia penal, se refiere a que el Estado 

debe perseguir y sancionar un hecho punible, 

aplicando una ley previamente establecida, 

siendo en la primera fase la encomendada al 

Ministerio Público y en la segunda a los órga-

nos jurisdiccionales. 

Sin embargo, los criterios de oportuni-

dad que tiene el Ministerio Público, aparente-

mente rompen con el principio de legalidad, 

pero no es así, toda vez que dicho criterio 

(de oportunidad) en las reformas del 18 de 

junio del 2008, en nuestra Carta Magna en 

el artículo 21, ya está considerada como una 

garantía y que en base al principio de la no 

contradicción de las normas Constitucionales, 

se debe entender que los criterios de opor-

tunidad son una excepción al principio de le-

galidad, en donde el Estado cede parte de esa 

facultad de perseguir y sancionar conductas 

delictuosas y autoriza al Ministerio Público, 

que en determinadas circunstancias se abs-

tenga, suspenda o continúe el ejercicio de la 

acción penal ante los tribunales. Lo anterior 

en base a una política criminal de la mínima 

intervención del derecho penal y de solu-

ción de conflictos alternos, teniendo como 

consecuencia la desjudicialización de ciertas 

conductas delictuosas, pues el Estado, al re-

conocer la necesidad de aplicar por parte del 

Ministerio Público un criterio de oportunidad, 

en aquellos casos, previamente establecidos, 

de donde sobresalen delitos de bajo impacto 

social; en delitos cuya reparación del daño ya 

ha sido cubierta o asegurado su pago por al-

gún medio alternativo de solución de conflic-

to; porque el imputado colabore eficazmente 

en la investigación de delitos, en tratándose 

de delincuencia organizada, para que cesen 

de consumarse otros o para que se impida la 

realización de varios más en delincuentes que 

por sus características personales (edad avan-

zada, enfermos terminales), o que la comisión 

del delito le haya traído mayor daño que el 

producido (lo anterior implica una pena na-

tural, ya que el autor por su actuar criminosa 

recibió un castigo natural), que en sí mismo 

ya implica una pena psicológica de por vida, 

que hace innecesario sancionarlo vía legal. En 

dichos casos se pierde la razón de ser en lo 

que toca a la finalidad de la pena.   

Algunos piensan que es erróneo decir 

que los criterios de oportunidad rompen con 

el principio de legalidad, toda vez que el pri-

mero (criterios de oportunidad), al estar plas-

mado en nuestra Carta Magna, su aplicación 

es más que legal, una garantía Constitucional. 

Los criterios de oportunidad como 
política criminal

Inicialmente la política criminal era entendi-

da como el conjunto de herramientas cuya 

finalidad era la prevención de la delincuencia 

y la forma en que se debe reprimir. 

Posteriormente, la política criminal es 

entendida como la minimización del aparato 

penal en lo que se refiere a conductas prohi-

bidas, introduciendo métodos que hacen pre-

valecer la prevención del delito, dejando a un 

lado el carácter retributivo de la pena, dando 

lugar a la utilización de los mecanismos alter-

nos de solución de conflictos y protegiendo a 

la vez el derecho de las víctimas. 

Los criterios de oportunidad también 

son considerados como una política criminal, 

toda vez que la mayor carga de trabajo que 

ocupa a las autoridades investigadoras y de 
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administración de justicia lo es por delitos 

menores, cuya afectación es mínima o nula 

al interés público, pero que en y con el actual 

sistema, dichas autoridades se ven obligadas 

a llevar a cabo los procedimientos hasta con-

cluirlos con una sentencia, a muy altos costos 

en asuntos que no lo ameritan, pudiendo, en 

base al criterio de oportunidad, disponer di-

chos recursos para la investigación, proceso y 

sanción de los que cometan delitos que más 

ofenden a la sociedad y atento a los bienes 

jurídicos de mayor entidad.

El dilema que existe entre los criterios 

de oportunidad y el principio de legalidad se 

sitúa en la esfera de la política criminal y no es 

exclusivo del ámbito penal. Algunos piensan 

que con los criterios de oportunidad como 

política criminal se crea impunidad, cuando la 

verdad lo que se pretende es que solamen-

te lleguen a juicio los asuntos relevantes que 

más lesionan a la sociedad, pues el legislador 

a través de los años se ha dado a la tarea de 

tipificar múltiples conductas como delictivas, 

haciendo caso omiso del principio de la última 

ratio, en donde todas las controversias que 

se susciten deben resolverse por otras vías 

diversas a la penal, siendo ésta la última razón 

a acudir para la solución de los conflictos, lo 

cual no acontece en la realidad, pues el le-

gislador cree que tipificando más conductas 

delictivas o acrecentando su punibilidad, va a 

frenar la criminalidad en un Estado, lo cual no 

acontece en nuestro sistema actual.

Los criterios de oportunidad dan un 

cambio al sistema penal, tomando en cuenta 

la protección de los bienes jurídicos, los de-

rechos de las víctimas u ofendidos, especial-

mente en lo que se refiere a la reparación del 

daño y la naturaleza de las conductas delicti-

vas, y al mismo tiempo el Estado al crear esta 

figura (criterios de oportunidad) reconoce 

que no cualquier lesión o puesta en peligro 

del bien jurídico tutelado, deberá ser objeto 

de un reproche penal, minimizando la repre-

sión de las conductas delictivas, descriminali-

zando, desprisionalizando y desjudicializando 

dichas conductas llevándolas a los mecanis-

mos de reacción social más eficaces, como 

los alternos de solución de conflictos, cum-

pliendo así con un derecho penal de mínima 

intervención.

También dichos criterios de oportunidad 

tienen cabida en delitos en los cuales, con-

forme a los datos aportados en la carpeta 

de investigación, sería difícil o casi imposible 

que dicha investigación llegare a feliz término, 

como es el caso de las denuncias realizadas 

en contra de quien o quienes resulten res-

ponsables o que los datos aportados sean en 

si mismo ineficaces para comprobar la exis-

tencia de un hecho delictivo.

En estos casos el Ministerio Público po-

drá renunciar a continuar con la investigación 

en tanto no existan nuevos elementos, cir-

cunstancia que deberá hacerse del conoci-

miento de la víctima u ofendido, quien desde 

el inicio de la investigación sabrá con hones-

tidad lo difícil que será el que prospere su 

denuncia o querella.

Los criterios de oportunidad como 
una herramienta de investigación

Los criterios de oportunidad también 

son considerados como una herra-

mienta de investigación, pues hay delitos como 

el de Delincuencia Organizada, en donde se 

hace necesario que para la investigación de 

estos delitos se recurra a la información que 

un imputado pueda dar, y que la ayuda sea de 

tal magnitud para la captura de sus miembros 
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y la disolución de la misma; circunstancia que 

se puede fomentar al otorgarle beneficios a 

dicho informante e inclusive el prescindir del 

ejercicio de la acción penal, y en tratándose de 

delitos graves, el imputado brinde información 

esencial para evitar que continúe el delito o se 

perpetren otros, ayude a esclarecer el hecho 

investigado u otros conexos o proporcione 

información útil para probar la participación 

de otros imputados, siempre que la acción 

penal de la cual se prescinde (total o parcial) 

resulte considerablemente más leve que los 

hechos punibles cuya persecución facilita o 

cuya continuación evita.

Criterios de oportunidad y el principio 
de la ultima ratio

El principio de la ultima ratio va muy ligado 

al principio de mínima intervención que 

se deriva de la subsidiaridad, el cual consiste 

que si un conflicto puede resolverse por otros 

medios diversos a la materia penal, deberá de 

excluirse aquélla por una menos enérgica, 

pues la materia penal será la última razón a 

que se deba acudir cuando las demás formas 

de solución de conflictos hayan fracasado, o 

cuando el daño causado a la sociedad por la 

conducta de sus individuos sea de tal magni-

tud que el derecho penal sobresalga como la 

última instancia a la cual deba acudirse, con 

su característica lesiva (por la gravedad de las 

sanciones que se imponen), y el que necesa-

riamente deba aplicarse para la solución de 

un conflicto.   

Con la aplicación de los criterios de 

oportunidad termina el exceso de procedi-

mientos penales existentes, y que en base 

al principio de la ultima ratio dejan de ser 

objeto de un procedimiento acusatorio los 

hechos insignificantes para la sociedad o de 

mínima culpabilidad, en los delitos en los que 

el imputado haya reparado íntegramente el 

daño causado, tratándose de delitos culpo-

sos en donde la víctima e imputado hayan 

llegado a un acuerdo reparatorio (por algún 

medio alternativo de solución de conflicto), 

en aquellos delitos en donde el imputado, 

a consecuencia del hecho delictuoso, haya 

sufrido mayor daño que hace innecesaria la 

imposición de una pena, e inclusive, se puede 

prescindir de una pena cuando ya se le han 

impuesto otras con anterioridad, así mismo 

se prescinde de un procedimiento penal, 

cuando el imputado haya colaborado eficaz-

mente en la investigación de otros delitos gra-

ves o contra la delincuencia organizada. De 

ahí que es de vital importancia la aplicación 

de los criterios de oportunidad por parte del 

Ministerio Público, centrando la aplicación 

de un procedimiento acusatorio sólo para 

hechos relevantes para la sociedad y dentro 

de los cuales el derecho penal sea la última 

razón de existir cuando otros medios legales 

o alternativos de solución de conflictos hayan 

fracasado, estando plasmados los supuestos 

que rigen los criterios de oportunidad en las 

diversas legislaciones locales en donde ya se 

ha implementado dicho juicio.

Medios alternativos de solución de 
conflictos

Dentro de los criterios de 

oportunidad tienen 

cabida los medios alternativos de solución de 

conflictos, por ser, a criterio propio, el filtro 

más importante que tiene el procedimiento 

penal acusatorio y en donde la gran mayo-

ría de los conflictos que en la actualidad era 

necesario culminar con una sentencia penal, 

se ven en gran medida disminuidos, y sólo el 
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10% o 15%  de los conflictos iniciados llegan 

a dicho procedimiento, de ahí que es de vital 

importancia dedicarle las siguientes líneas. 

Las salidas alternas, también llamadas 

equivalentes jurisdiccionales, son medios al-

ternativos de solución de conflictos, los cuales 

son pequeños procedimientos cuya finalidad 

es el terminar un conflicto existente entre las 

partes, sin llegar a la decisión de un proceso 

jurisdiccional, es decir, son mecanismos que 

sustituyen la decisión del órgano jurisdiccional 

por una decisión que puede ser producto de 

la voluntad concertada de las partes en con-

flicto o de una sola de ellas.

Documentos internacionales

La resolución 40/34 de la Organización 

de las Naciones Unidas es conocida 

como la base de los derechos humanos de las 

víctimas, y a consecuencia de la misma varios 

Estados la han incorporado a su Constitución.

Este documento recomienda a los Esta-

dos miembros las medidas que han de tomar-

se en los planos internacionales y nacionales 

para mejorar el acceso a la justicia y el trato 

justo, el resarcimiento, la indemnización y la 

asistencia social a las víctimas de delitos, y es-

boza las principales medidas para prevenir la 

victimización ligada a los abusos de poder y 

proporcionar remedios a las víctimas de esos 

abusos.

El Apartado 7 destaca principalmente el 

lograr el resarcimiento y la agilidad en su ob-

tención al referir :

“Se utilizarán, cuando proceda, mecanis-

mos oficiosos de solución de las controver-

sias, incluidas la mediación, el arbitraje y la 

práctica de justicia consuetudinaria o au-

tóctonas, a fin de facilitar la conciliación y la 

reparación a favor de las víctimas.” 

En nuestra Constitución

En nuestro país, los medios alternativos 

de solución de conflictos son de vi-

tal importancia en el procedimiento penal 

acusatorio, y encuentran su fundamento en 

las reformas al  artículo 17 de nuestra Carta 

Magna, al establecer: 

“Artículo 17. ……….

………….. 

Las leyes preverán mecanismos alternativos 

de solución de controversias. En la materia 

penal regularán su aplicación, asegurarán 

la reparación del daño y establecerán los 

casos en los que se requerirá supervisión 

judicial.”

En esta ciudad capital, a partir del 2 de 

mayo de 2007, el Tribunal Superior de Justicia 

del Distrito Federal dio inicio a los trabajos 

relativos a la mediación en materia penal, au-

torizada por el Consejo de la Judicatura a tra-

vés del Acuerdo 6-04/2007 del 24 de enero 

de 2007.

Hoy en día el Centro de Justicia Alter-

nativa es una oportunidad que tienen los ciu-

dadanos de solucionar sus conflictos a través 

de métodos no contenciosos como lo es la 

mediación. Cuenta con mediadores altamen-

te calificados que han reunido los requisitos 

establecidos en la legislación aplicable, den-

tro de los que destacan el contar con título y 

cédulas profesionales de Licenciatura en De-

recho, lo que se explica en razón de que el 

Centro está en sede judicial y su ámbito de 

competencia consiste, principalmente, en el 

desarrollo y la administración eficaz y eficien-

te de la mediación como método alterno de 

solución de controversias legales.

Con lo anterior, me permito afirmar que 

los medios alternativos de solución de con-
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flictos son figura de vital importancia en el 

procedimiento penal acusatorio, cuyas deter-

minaciones son válidas para que el Ministerio 

Público, en base al criterio de oportunidad, 

suspenda, prescinda o termine un procedi-

miento ante los tribunales correspondientes, 

Por tal motivo la introducción de los 

criterios de oportunidad en el sistema penal 

acusatorio es una excepción para prescindir 

de la pena o medida de seguridad a quien ha 

quebrantado la ley penal, pero su aplicación 

no queda al arbitrio discriminado del Ministe-

rio Público, sino que para aplicarlo debe de 

cumplir, en caso específico, ciertos requisitos 

y circunstancias que la misma ley secundaria 

le impone, en algunos casos se necesita la au-

torización de su superior facultado e inclusive, 

está sujeto a control jurisdiccional. 

Criterios de oportunidad en las 
legislaciones

Los criterios de oportunidad, por lo 

general, la mayoría de las legislacio-

nes locales los hacen consistir en lo siguiente:

1.	 Cuando se trate de un hecho insignifican-

te, de mínima culpabilidad del autor o del 

partícipe o exigua contribución de éste, 

salvo que afecte gravemente un interés 

público o lo haya cometido un servidor 

público en ejercicio del cargo o con oca-

sión de él;

2.	 El imputado haya producido la reparación 

integral del daño causado a la víctima a su 

entera satisfacción, en delitos de conteni-

do patrimonial sin grave violencia sobre las 

personas o en delitos culposos;

3.	 El imputado haya sufrido, a consecuencia 

del hecho, daño físico o psíquico grave 

que torne desproporcionada la aplicación 

de una pena, o cuando en ocasión de una 

infracción culposa haya sufrido un daño 

moral de difícil superación; 

4.	 Cuando la pena o medida de seguridad 

que pueda imponerse, por el hecho o la 

infracción de cuya persecución se prescin-

de, carezca de importancia en considera-

ción a la pena o medida de seguridad ya 

impuesta, o a la que se debe esperar por 

los restantes hechos o delitos a la misma 

persona, o a la que se le impuso o se le 

pondría en un proceso tramitado en la ju-

risdicción federal o en el extranjero;

5.	 Se trate de asuntos de delitos graves y 

el imputado colabore eficazmente con 

la investigación, brinde información esen-

cial para evitar que continúe el delito o 

se perpetren otros, ayude a esclarecer el 

hecho investigado u otros conexos o pro-

porcione información útil para probar la 

participación de otros imputados, siempre 

que la acción penal de la cual se prescinde 

total o parcialmente resulte considerable-

mente más leve que los hechos punibles 

cuya persecución facilita o cuya continua-

ción evita; 

6.	 Cuando el imputado fuere entregado a 

la jurisdicción federal, por así convenir al 

proceso, en una causa federal, cuando la 

sanción a la que pudiera llevar la persecu-

ción en el ámbito local carezca de impor-

tancia al lado de la sanción que le hubiera 

sido impuesta en la jurisdicción federal; y

7.	 El imputado pueda colaborar con el Mi-

nisterio Público federal, para esclarecer 

los hechos relacionados con delincuencia 

organizada, y el Ministerio Público común 

considere conveniente dicha información, 

respecto a los hechos que se investigan 

localmente.
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A los anteriores criterios se pudiese 

agregar el siguiente:

a)	 En delitos en los cuales, conforme a los 

datos aportados en la carpeta de investiga-

ción, sería difícil o casi imposible que dicha 

investigación llegare a feliz término, como 

es el caso de las denuncias realizadas en 

contra de quien o quienes resulten res-

ponsables o que los datos aportados sean 

en si mismos ineficaces para comprobar la 

existencia de hecho delictivo.

b)	El arrepentimiento activo o el desistimien-

to voluntario (previsto en la legislación de 

Costa Rica), el cual consiste en que, no 

obstante el cambio de actitud del autor del 

hecho criminal, que resultó idóneo para la 

no producción del resultado, pero subsis-

ten hechos que por sí mismos constituyen 

delitos menores. Es claro que dicho arre-

pentimiento o desistimiento merecen un 

trato diferente, el cual puede hacer valer 

el Ministerio Público para autorizar el pres-

cindir del ejercicio de la acción penal. 

Los anteriores criterios de oportunidad 

pueden ser impugnados por las víctimas ante 

el juez de control y en caso de no ser impug-

nada, tendrá como efecto, a excepción de la 

suspensión de la acción penal, la extinción de 

la misma.

Los criterios de oportunidad tendrán 

más éxito entre más autónomo sea el Minis-

terio Público en sus decisiones, observando 

solamente los supuestos establecidos al caso 

concreto y en base a razones objetivas.

CONCLUSIONES

1.	 En la actualidad, nuestro proceso penal es 

ineficaz para la solución de un conflicto, ya 

que desde que inicia, a excepción del per-

dón y la prescripción, debe culminar con 

una sentencia;

2.	 Con la implementación de los criterios de 

oportunidad que tiene el Ministerio Públi-

co en el procedimiento penal acusatorio, 

da pie a que la solución de los conflictos 

por vías alternas impidan, suspendan o 

terminen con un procedimiento instaura-

do, cumpliendo así con una procuración e 

impartición de justicia pronta y expedita;

3.	 En los criterios de oportunidad están las 

bases para que el Ministerio Público deje 

el papel de inquisidor y promueva otras 

vías que solucionen los conflictos puestos 

a su conocimiento, y sólo lleguen a proce-

dimiento los asuntos realmente relevantes 

para la sociedad;

4.	 Mucho del éxito que sobreviene en el sis-

tema penal acusatorio se debe a que la 

mayoría de los conflictos se solucionan 

por los medios alternativos de solución 

que se prevé en las leyes secundarias, 

siendo la ultima ratio el derecho penal, así 

como el principio de la mínima interven-

ción del Estado, en los que se basan para 

dar cabida a dichos medios;

5.	 Los criterios de oportunidad tendrán más 

éxito entre más autónomo sea el Ministerio 

Público en sus decisiones, observando so-

lamente los supuestos establecidos al caso 

concreto y en base a razones objetivas.



nte la inminente entrada en 
vigor de las reformas consti-
tucionales del 6 y 10 de ju-

nio se 2011 en materia de derechos 
humanos y lo relacionado con la ma-
teria de amparo, un grupo de jueces 
y magistrados que cursan la Maestría 
en Derecho de Amparo en la Univer-
sidad Tepantlato (coordinada por el 
magistrado Ricardo Romero Vázquez) 
se abocó al análisis de dicha iniciativa, 
a la par de otros esfuerzos realizados 
por juzgadores de todo el país.

El ejercicio realizado por este 
grupo de jueces y magistrados logró 
sistematizar y presentar a la conside-
ración de todos los operadores jurí-
dicos que asistieron a la XII Jornada 
de Actualización Jurídica, organizada 
por la Universidad Nacional Au-
tónoma de México, la Universidad 
Tepantlato y las Regiones Tercera y 
Quinta de la Asociación Nacional de 
Magistrados de Circuito y Jueces de 
Distrito del Poder Judicial de la Fede-
ración, el contenido y las observacio-
nes realizadas por los maestrantes y 
sus inductores, a cada uno de los 271 
artículos del Proyecto de Decreto 
por el que se expide una nueva Ley 
de Amparo, aprobado por la Cámara 
de Senadores.

Esta memoria permite conocer 
anticipadamente el panorama que 

advirtieron los integrantes de la Maestría respecto a cambios estruc-
turales que dan lugar a un nuevo juicio de amparo, como son: la 
protección de las garantías que siempre ha previsto la Constitución 
y de los derechos humanos contenidos en tratados internacionales; 
la modificación de plazos, con tendencia evidente de incrementarlos; 
la inclusión de la firma electrónica; una nueva reglamentación de los 
incidentes, que pretende darles claridad y concisión; la variación al 
principio de instancia de parte agraviada, en donde se regulan el in-
terés jurídico, el interés legítimo y el amparo colectivo; la declaración 
general de inconstitucionalidad y la incorporación expresa de la apa-
riencia del buen derecho en materia de suspensión.

Otros temas de gran interés que se destacan son: el amparo con-
tra actos de particulares; la regulación ordinaria del amparo agrario; la 
implementación de un nuevo sistema jurisprudencial donde se desta-
ca la creación de Plenos de Circuito para dirimir contradicciones de 
tesis entre los Tribunales Colegiados de un mismo circuito y especiali-
dad; la institucionalización del amparo para efectos; las sesiones de los 
Tribunales Colegiados de Circuito deben ser públicas; la creación del 
amparo adhesivo, con una doble vertiente: mantener el sentido de 
lo decidido o expresar motivos de inconformidad contra los puntos 
decisorios que los perjudican. De igual manera, se pone de relieve un 
nuevo sistema de ejecución y cumplimiento de sentencias de amparo 
y, sobre todo, un sistema sancionador.

El Poder Judicial de la Federación ha realizado esfuerzos para, aun 
ante la ausencia normativa, lograr una protección efectiva de los dere-
chos humanos, y en el Consejo de la Judicatura Federal se creó la Unidad 
de Implementación de las Reformas Penal, de Juicios de Amparo y Dere-
chos Humanos. Los esfuerzos realizados por el Poder Judicial de la Fede-
ración involucran directamente a todos los operadores jurídicos al poner 
al alcance de la sociedad un estudio reflexivo, propositivo y accesible.

Ministro Juan N. Silva Meza
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

y del Consejo de la Judicatura Federal

TE INVITO A LEER UN LIBRO
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Dr. Mauro Morales Sánchez

Medidas 
Cautelares

Introducción

A partir de la reforma constitucional de 
junio de 2008, en materia penal, se 
modificaron los artículos 16, 17, 18, 

19, 20, 21, 22, 23 y 73, fracciones XXI y XXIII; 
derivado de lo cual resultó necesario estable-
cer un nuevo modelo procesal acusatorio, 
donde exista igualdad entre las partes y se 
reconozcan los derechos fundamentales.

La reforma al sistema de justicia penal 
obedece a la dinámica reformista, en el marco 
de la transición democrática. 

La envergadura de este proyecto es de 
tal magnitud que se considera el cambio más 
importante en México desde la instauración 
del sistema mixto en la Constitución de 1917. 
La transición al modelo de justicia acusatorio 
deberá materializarse en un plazo de 8 años, 
contados a partir de la fecha de la entrada en 
vigor de la Reforma Constitucional.

Algunos de los artículos que se modifi-
caron fueron el 16 y 20, donde se agregaron 

disposiciones que definen el sistema penal 
acusatorio, lo que significa echar abajo todo el 
esquema existente para dar paso a uno diver-
so de corte garantista, que se caracteriza por 
el respeto a los derechos humanos y nuevas 
etapas procesales, en el caso, las de investiga-
ción, de preparación del juicio, del juicio mis-
mo, de impugnación de su resultado, es decir, 
de la sentencia, así como la ejecución de ésta, 
lo que trae como consecuencia necesaria la 
creación de jueces que atiendan dicha mecá-
nica procesal en cada una de sus fases.

La implementación del nuevo sistema 
de justicia penal es una mejora en la tutela 
de los derechos de todos los ciudadanos, lo 
cual permitirá incrementar la confianza en la 
actuación de las instituciones de justicia penal 
y seguridad pública.

Las autoridades involucradas en la ejecu-
ción del nuevo sistema de justicia penal serán 
objeto de escrutinio público, con lo que se favo-
recerá la transparencia y la rendición de cuentas, 
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fortaleciendo los procesos de actuación en el 
marco de la gobernabilidad democrática.

Asimismo, se profesionalizará el trabajo 
de las policías, ministerios públicos, abogados 
defensores, jueces, litigantes y peritos, como 
consecuencia del establecimiento de reglas 
procesales que incentivan la investigación, la 
integración de una investigación sólida, la pre-
paración de una defensa adecuada y la toma 
de decisiones fundadas en pruebas y razona-
mientos objetivos.

La reforma contempla la creación de las 
figuras de juez de control, juez de juicio oral 
y juez de ejecución de penas, orientados bajo 
los principios de oralidad y publicidad; el re-
conocimiento del principio de presunción de 
inocencia a nivel constitucional, el cual impo-
ne la modificación de las reglas de tratamien-
to hacia los imputados; la protección a los 
derechos de las víctimas, ofendidos y testigos 
y la incorporación de los medios alternativos 
de solución de conflictos.

En el presente trabajo, se encaminará a 
hacer mención de las características del juez 
de control (el cual actúa en la etapa de in-
vestigación), que según lo dispone el párrafo 
décimo cuarto del artículo 16 Constitucional, 
también se le denomina juez de garantías, 
quien como órgano jurisdiccional, en térmi-
nos generales, tiene la facultad y obligación de 
autorizar las actuaciones realizadas en la fase 
de investigación del delito y del delincuente, 
es decir, las realizadas por el Ministerio Pú-
blico y la policía, ya que dentro del nuevo 
proceso penal acusatorio tiene una misión ga-
rantizadora de los derechos del individuo, sea 
inculpado u ofendido; es decir, como garante 
de los derechos constitucionales y procesales 
de las personas que intervienen en el proce-
so penal como imputados, víctimas, testigos y 
expertos, con la finalidad de desempeñar con 
pulcritud la procuración de justicia sin perjui-
cio de la legalidad.

Esta figura jurídica debe recaer en un ór-
gano unipersonal con competencia funcional 
y específica para esas actividades, a semejanza 
de un juez ordinario, no distinto del juez de 
conocimiento o juzgamiento, tal y como se 
encuentra concebido el sistema en Estados 
Unidos, Alemania, Suiza, Suecia, Noruega, 
Finlandia, Inglaterra, Argentina, Paraguay, Bo-
livia y Venezuela, entre otros países, pues en 
otros sistemas  como los de España, Francia, 
Italia y Cuba, por citar algunas de sus funcio-
nes, a manera de ejemplo, la calificación o 
supervisión del sobreseimiento definitivo o 
preclusión corresponde al tribunal que co-
rrespondería conocer del juicio oral.

Por lo tanto, el juez de garantías es un 
funcionario que autoriza diversas solicitudes 
del fiscal durante la investigación, controla 
la legalidad de los actos cumplidos y resuel-
ve toda cuestión que importe afectación de 
garantías constitucionales del imputado; por 
ejemplo, las medidas de coerción personales, 
entre otras.

Otra de sus funciones radica en vigilar 
que los medios de prueba surgidos de la in-
vestigación se realicen respetando las forma-
lidades previstas por la ley, así como atender 
y resolver en términos de ley las solicitudes 
de medidas cautelares que estime necesarias 
la representación social, con la finalidad de 
poder hacer patente el principio de presun-
ción de inocencia, pues al contrario de lo que 
sucede en el sistema penal inquisitorio, don-
de el Ministerio Público actúa como un ente 
jurisdiccional al desahogar y valorar pruebas 
(muchas de ellas obtenidas sin los requisitos 
exigidos por la ley), en el acusatorio se bus-
ca erradicar tales actividades, donde si bien 
el Ministerio Público podrá seguir actuando 
como un órgano investigador en la búsqueda 
y recopilación de pruebas, lo cierto es que 
ahora debe autorizarlas el juez de control.

Por consiguiente la labor del  juez de 
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control, en nuestra reforma penal, es la de 
analizar y autorizar las medidas cautelares o 
providencias precautorias, a fin de convertir-
se en custodio de los derechos subjetivos de 
quien figura como probable responsable, con 
lo que se advierte que se actuará en el pe-
riodo de investigación previa al ejercicio de 
la acción o acusación, pues se requiere que 
sus actuaciones sean inmediatas mediante un 
trámite expédito, ya que ninguna premura 
justifica la informalidad absoluta, al ser fuente 
de arbitrariedades.

CONCEPTO

Las denominadas medidas cautelares, 
adujo Chinchilla Marín, son un ins-

trumento que sirve para evitar el peligro de 
que la justicia pierda o deje en el camino su 
eficacia, sin la cual, por supuesto, deja de ser 
justicia. Son pues, medidas que se adoptan 
por el Juzgador con la finalidad de asegurar 
provisionalmente los bienes, la situación jurí-
dica, el derecho o interés de que se trate en 
el juicio, para que la sentencia que en su día 
declare el derecho del promovente pueda ser 
ejecutada eficaz e íntegramente.

De esta definición, el autor nos define 
las providencias cautelares como una medi-
da necesaria adoptada por el Juzgador, con 
la finalidad de asegurar provisionalmente los 
bienes del inculpado, para asegurar que en la 
sentencia definitiva que pronuncie el Juzgador 
sobre determinada materia se tenga asegu-
rada la reparación del daño de la víctima u 
ofendido.

Según Julio Maier las medidas cautelares 
consisten en la aplicación de la fuerza pública 
que coarta las libertades reconocidas por el 
ordenamiento jurídico que pretende el res-
guardo de los fines que persigue el mismo 
procedimiento, y averiguar la verdad y la ac-
tuación de la ley sustantiva o en la prevención 
inmediata sobre el hecho concreto que cons-

tituye el objeto del procedimiento.
De la definición del autor en comento, 

hace referencia que las medidas cautelares 
para su eficaz cumplimiento el Estado tiene la 
fuerza pública para coartar las libertades del 
gobernado, para que éste a su vez, no se sus-
traiga de la acción de la justicia y se vincule al 
imputado a proceso hasta la terminación por 
sentencia emitida por el Juzgador, medida cau-
telar que puede tener el carácter provisional.

MEDIDAS CAUTELARES PERSONALES 

Y REALES

Medidas cautelares personales: 
El artículo 192 del código de procedi-

mientos penales del Estado de México dispo-
ne que el juez o el Ministerio Público podrá 
imponer una o más de las siguientes medidas 
cautelares:
i.	 La exhibición de una garantía económica 

en los términos fijados por este código;
ii.	 La prohibición de salir del país, de la loca-

lidad en la cual reside o del ámbito territo-
rial que fije el juez, sin autorización; 

iii.	 La obligación de someterse al cuidado o 
vigilancia de una persona o institución de-
terminada, que informe regularmente al 
juez; 

iv.	 La obligación de presentarse periódica-
mente ante el juez o el ministerio público; 

v.	 La colocación de localizadores electró-
nicos, sin que pueda mediar violencia o 
lesión a la dignidad o integridad física del 
destinatario de la medida; 

vi.	 La reclusión domiciliaria, con o sin vigilancia;
vii.	La prohibición de concurrir a determina-

das reuniones o de visitar ciertos lugares;
viii.	La prohibición de convivir o comunicarse 

con personas determinadas, siempre que 
no se afecte el derecho de defensa; 

ix.	La separación inmediata del domicilio 
cuando se trate de agresiones a mujeres y 
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niños o delitos sexuales y cuando la victi-
ma u ofendido conviva con el destinatario 
de la medida; 

x.	 La suspensión provisional en el ejercicio 
del cargo, profesión u oficio, cuando se 
atribuya un delito cometido con motivo 
de éstos, siempre y cuando aquél establez-
ca como pena la inhabilitación, destitución 
o suspensión; 

xi.	La suspensión de derechos vinculados al 
hecho, cuando exista riesgo fundado y gra-
ve de que el imputado reitere la conducta 
objeto de imputación; 

xii.	Internamiento en instituciones de salud, en 
los casos en que el estado físico o mental 
del imputado así lo amerite; y 

xiii. La prisión preventiva, si el delito de que se 
trate está sancionado con pena privativa 
de libertad.

 
Las medidas contenidas en las fracciones 

ii, iii, v, vi, x, xi, xii y xiii, serán impuestas exclu-
sivamente por el juez a petición del Ministerio 
Público, la víctima o el ofendido. 

Medidas cautelares reales
•	 Articulo 211. del código de procedimien-

tos penales del Estado de México para 
garantizar la reparación de los posibles 
daños y perjuicios provocados por el he-
cho punible, la victima, el ofendido o el 
Ministerio Público, podrán solicitar al juez 
el embargo precautorio de bienes. 

•	 En la solicitud, el promovente deberá ex-
presar el carácter con el que comparece, 
el daño o perjuicio concreto que se pre-
tende garantizar y los antecedentes para 
considerar al imputado como probable 
responsable para repararlo.

 
Principio general  de las medidas cau-
telares
•	 En contra del imputado son exclusivamen-

te las autorizadas por la ley; 
•	 Tienen carácter excepcional; y 
•	 Sólo pueden ser impuestas mediante re-

solución judicial fundada, motivada y de-
bidamente documentada, por el tiempo 
absolutamente indispensable.

Tendrán como finalidades:
i.	 Asegurar la presencia del  imputado en juicio;
ii.	 Garantizar la seguridad de la  victima o del 

ofendido; o
iii.	 Evitar la obstaculización del  procedimiento. 
•	 La resolución judicial que imponga una 

medida cautelar o la rechace, es modifica-
ble en cualquier estado del proceso. 

•El tribunal puede proceder de oficio cuando 
favorezca la libertad del imputado. 

Proporcionalidad
•	 No se podrá decretar una medida cautelar 

cuando ésta resulte desproporcionada en 
relación con las circunstancias de comisión 
del hecho atribuido y la sanción probable. 

Tratándose de medidas cautelares que 
impliquen privación de la libertad: 
•	 En ningún caso podrá exceder el plazo fija-

do para la duración del procedimiento, y
•	 Ni sobrepasar la pena mínima prevista 

para el delito de que se trate.

Medida cautelar de detención
•	 Ninguna persona podrá ser detenida sino 

por orden de juez competente, a menos 
que fuere sorprendida en delito flagrante 
o se tratare de caso urgente.

 
ETAPAS

La etapa procedimental para la solicitud 
de las medidas cautelares, tanto para el Minis-
terio Público como la Defensa es:
•	 Audiencia de control de detención
•	 Audiencia de formulación de la imputación
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•	 Audiencia de vinculación a proceso
•	 Audiencia de solicitud de medidas cautelares
•	 Audiencia en la que se fija el plazo para el 

cierre de la investigación
En la audiencia donde el Fiscal y el defen-

sor Público solicitan las medidas cautelares, es 
en la audiencia de solicitud de medidas cautela-
res, en la cual la Representación Social, siempre 
pide al Juez de Control, como medida cautelar 
para el imputado la prisión preventiva,  por su 
parte el Defensor Público, solicita como me-
dida cautelar se le fije caución a su defendido 
para que éste goce su libertad durante todo el 
periodo de la investigación  judicializada.

Al respecto se debe de señalar que inde-
bidamente el Juez de Control o de Garantías, 
sin argumento alguno, concede la medida cau-
telar de la prisión preventiva,  solicitada por 
el Fiscal, siendo que esta medida cautelar se 
debe de utilizar como última instancia, ya que 
primeramente debe de mencionar todas y 
cada una de las medidas cautelares contem-
pladas en el Código Procesal Penal del Estado 
de México, fundando y motivando el  por qué 
tal o cual medida cautelar no es aplicable al 
caso concreto, y entonces si, sería procedente 
como última instancia la medida cautelar de 
prisión preventiva, solicitada por la Represen-
tación Social, y de esta manera se estarían 
respetando los principios de presunción de 
inocencia, debido proceso y ante todo se es-
tarían salvaguardando los derechos humanos 
del imputado, que se establecen en el artículo 
1 Constitucional, y de esta manera  se estaría 
cumpliendo con el principio pro persona, así 
como los tratados internacionales, los cuales 
establecen que la prisión preventiva debe con-
cederse como última instancia, siendo aplica-
ble al respecto la siguiente jurisprudencia: 

Época: Décima Época
Registro: 2000126
Instancia: Primera Sala

Tipo Tesis: Tesis Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta
Localización: Libro IV, Enero de 2012, Tomo 3
Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. XIX/2011 (10a.)
Pag. 2918
[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; 
Libro IV, Enero de 2012, Tomo 3; Pág. 2918

Principio pro persona. Criterio de selec-
ción de la norma de derecho fundamental 
aplicable.

De conformidad con el texto vigente del 
artículo 1o. constitucional, modificado por el 
decreto de reforma constitucional publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
junio de 2011, en materia de derechos fun-
damentales, el ordenamiento jurídico mexi-
cano tiene dos fuentes primigenias: a) los 
derechos fundamentales reconocidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y b) todos aquellos derechos hu-
manos establecidos en tratados internaciona-
les de los que el Estado mexicano sea parte. 
Consecuentemente, las normas provenientes 
de ambas fuentes, son normas supremas del 
ordenamiento jurídico mexicano. Esto impli-
ca que los valores, principios y derechos que 
ellas materializan deben permear en todo 
el orden jurídico, obligando a todas las au-
toridades a su aplicación y, en aquellos casos 
en que sea procedente, a su interpretación. 
Ahora bien, en el supuesto de que un mis-
mo derecho fundamental esté reconocido en 
las dos fuentes supremas del ordenamiento 
jurídico, a saber, la Constitución y los trata-
dos internacionales, la elección de la norma 
que será aplicable -en materia de derechos 
humanos-, atenderá a criterios de favorabi-
lidad del individuo o lo que se ha denomi-
nado principio pro persona, de conformidad 
con lo dispuesto en el segundo párrafo del 
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artículo 1o. constitucional. Según dicho crite-
rio interpretativo, en caso de que exista una 
diferencia entre el alcance o la protección 
reconocida en las normas de estas distintas 
fuentes, deberá prevalecer aquélla que repre-
sente una mayor protección para la persona 
o que implique una menor restricción. En esta 
lógica, el catálogo de derechos fundamentales 
no se encuentra limitado a lo prescrito en el 
Texto Constitucional, sino que también inclu-
ye a todos aquellos derechos que figuran en 
los tratados internacionales ratificados por el 
Estado mexicano.

PRIMERA SALA
Amparo directo 28/2010. Demos, Desarro-
llo de Medios, S.A. de C.V. 23 de noviembre 
de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Artu-
ro Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.

Época: Décima Época
Registro: 2001717
Instancia: Cuarto Tribunal Colegiado en Mate-
ria Civil del Primer Circuito
TipoTesis: Tesis Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta
Localización: Libro XII, Septiembre de 2012, 
Tomo 3
Materia(s): Común
Tesis: I.4o.C.12 C (10a.)
Pag. 1945
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; 
Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; Pág. 
1945

PRINCIPIO PRO PERSONA. SU APLICA-
CIÓN PERMITE OPTIMIZAR LA ADMI-
SIÓN DE RECURSOS EN AMPARO.

El artículo 1o. constitucional contiene el 
principio pro persona que, como ha explicado 

la doctrina, es un criterio hermenéutico que 
informa todo el derecho de los derechos hu-
manos, en virtud del cual se debe acudir a la 
norma más amplia, o a la interpretación más 
extensiva, cuando se trata de reconocer dere-
chos protegidos e, inversamente, a la norma o 
a la interpretación más restringida cuando se 
trata de establecer restricciones permanentes 
al ejercicio de los derechos o su suspensión 
extraordinaria. Una manifestación de ese prin-
cipio es la preferencia interpretativa (la otra 
es la preferencia de normas) que, a su vez, 
se expresa en la interpretación extensiva y la 
interpretación restringida. Pero ya sea en una 
u otra de las variantes, lo relevante es que en 
la preferencia interpretativa el intérprete ha 
de preferir la interpretación que más optimi-
ce un derecho fundamental, sin que pueda 
dejar de tomarse en cuenta que dicho prin-
cipio interpretativo se materializa en distintos 
sub-principios, entre los cuales se encuentra 
el de in dubio pro actione, que constituye la 
aplicación del principio pro persona al ámbi-
to procesal, de forma que el intérprete debe 
analizar las restricciones o limitaciones legales 
para acceder al órgano jurisdiccional de for-
ma restrictiva, con el objetivo de lograr que 
el mayor número de procesos sea iniciado y, 
en la medida en que sea posible, se satisfaga 
la pretensión del demandante optimizando 
con ello el derecho a la jurisdicción. La opti-
mización del derecho a la jurisdicción puede 
lograrse si se facilita la acción, pero también 
el recurso relacionado con dicha pretensión. 
A los derechos de recurrir el fallo y contar 
con un recurso efectivo se refieren los artícu-
los 8.2. h y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. De acuerdo con la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
y los preceptos invocados, el recurso debe 
ser efectivo. Ello puede lograrse si, mediante 
la preferencia interpretativa extensiva, como 
manifestación del principio pro persona, y la 
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aplicación del principio pro actione, se opti-
mizan la interposición y admisión de los me-
dios de impugnación, sobre todo de aquellos 
relacionados con el control constitucional de 
amparo en donde el debido proceso debe 
observarse con mayor rigor, dada su calidad 
de instrumento garante de los derechos fun-
damentales.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO

Reclamación 5/2012. Fidel Almaraz Be-
rra. 21 de junio de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Francisco J. Sandoval López. 
Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.

Por lo tanto podemos concluir que las 
medidas cautelares, las debe de conceder el 
Juez de  Control o Garantías, precisamente 
para asegurar la presencia del imputado en 
el proceso, pero, existen medidas cautelares 
más leves que la prisión preventiva, y que 
también pueden garantizar la presentación 
del imputado ante el Juez o la autoridad que 
lo requiera, como sería la colocación de loca-
lizadores electrónicos, prohibición de concu-
rrir a determinadas reuniones, prohibición de 
visitar ciertos lugares, la prohibición de comu-
nicarse o acercarse a los ofendidos, víctimas o 
testigos de los hechos, así como la separación 
del domicilio y la suspensión en el ejercicio 
del cargo, siendo que estas medidas cautela-
res leves, también pueden garantizar la vincu-
lación del imputado ante el Juez de Control 
y posteriormente ante el Juez del Juicio Oral.

CONCLUSIONES

Del análisis  de las medidas cautelares 
que hemos hecho referencia, en el presen-

te trabajo, y concretamente las establecidas 
en el Estado de México, nos ponen de mani-
fiesto que las medidas cautelares personales 
tendrán como objetivo asegurar la presencia 
del imputado, a una investigación, vinculación 
a proceso, por parte del Juez de Control, y 
posteriormente a juicio.

Por su parte las medidas cautelares rea-
les tienen como finalidad, mediante el embar-
go precautorio, garantizar la reparación de los 
posibles daños y perjuicios provocados por 
un hecho, y que de esta manera el imputa-
do responda por su acción u omisión,  en la 
comisión  de determinado delito, y de esta 
manera las sentencias dictadas en un proce-
so penal, y que hayan causado ejecutoria, se 
puedan ejecutar  y de alguna manera a la víc-
tima u ofendido se le repare el daño moral o 
material,  de alguna manera.
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	 1er semestre
•	 Introducción al estudio 
	 del Derecho 
•	 Sociología
•	 Derecho romano I
•	 Técnicas de investigación
•	 Teoría económica
•	 Prevención del delito I

	 2o semestre
•	 Historia del pensamiento
	 económico
•	 Derecho romano II
•	 Teoría general del Estado
•	 Derecho civil I
•	 Metodología jurídica
•	 Prevención del delito II

	 3er semestre
•	 Derecho penal I
•	 Derecho civil II
•	 Historia del derecho mexicano
•	 Derecho constitucional
•	 Deontología jurídica
•	 Teoría política

	 4o semestre
•	 Derecho penal II
•	 Derecho mercantil I
•	 Derecho civil III
•	 Teoría general del proceso
•	 Garantías individuales 
	 y sociales
•	 Derechos humanos

	 5o semestre
•	 Derecho mercantil II 
•	 Derecho civil IV
•	 Derecho procesal penal
•	 Derecho procesal civil
•	 Derecho administrativo I
•	 Derecho de justicia 
	 de menores

	 6o semestre
•	 Derecho mercantil III
•	 Práctica forense 
	 del derecho penal

•	 Práctica forense 
	 del derecho privado
•	 Derecho notarial 
	 y registral
•	 Derecho administrativo II
•	 Derecho canónico

	 7o semestre
•	 Derecho agrario
•	 Derecho del trabajo I
•	 Práctica forense de 
	 derecho administrativo
•	 Derecho ambiental 
•	 Régimen jurídico
	 del comercio exterior
•	 Legislación sanitaria

	 8o semestre
•	 Derecho de amparo
•	 Derecho internacional 
	 público
•	 Derecho del trabajo II
•	 Derecho fiscal
•	 Derecho de la 
	 seguridad social
•	 Derecho del deporte

	 9o semestre
•	 Práctica forense del derecho 
	 de amparo
•	 Derecho procesal constitucional
•	 Derecho internacional privado
•	 Filosofía del derecho
•	 Práctica forense del derecho 
	 del trabajo
•	 Práctica forense 
	 del derecho fiscal
•	 Medicina forense

	 10o semestre
•	 Derecho de autor 
	 y propiedad industrial
•	 Derecho electoral
•	 Derecho municipal
•	 Criminología
•	 Derecho penitenciario
•	 Proyecto de investigación

Planta docentePLAN DE ESTUDIOS de la
LICENCIATURA EN DERECHO

Dr. Armando Valdez Rodríguez
Distinguido abogado postulante con maestría 
y doctorado en Derecho Laboral por el Instituto 
de Posgrados en Derecho. 

Dr. José Refugio Vite Palma
Distinguido abogado postulante, egresado del doctora-
do en Ciencias Penales de la Universidad Tepantlato.

Dr. Mauro Morales Sánchez	
Juez Trigésimo Penal de Delitos No Graves 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Raúl García Domínguez
Secretario de acuerdos del Juzgado Trigésimo Noveno 
en Materia Civil del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal, egresado del doctorado en Ciencias 
Penales de la Universidad Tepantlato.

Lic. Alfredo Yáñez Pérez	
Licenciado en filosofía, egresado de la Facultad 
de Filosofía y Letras de la UNAM.

Lic. A. Molina Martínez	
Distinguido abogado postulante, realizando 
estudios de maestría en Derecho Civil 
en la Universidad Tepantlato.

Lic. Eduardo Aristeo Torres Sánchez	
Distinguido abogado postulante, egresado 
de la maestría en Derecho de Amparo 
en la Universidad Tepantlato.

Lic. Enrique González Cerecedo
Egresado de la Facultad de Derecho de la UNAM 
e Investigador de la Universidad Tepantlato, y actual-
mente estudia la Maestría en Derecho en la UNAM.

Lic. Hugo Morales de la Rosa	
Juez Oficial Administrativo del Noveno Tribunal Cole-
giado en Materia Penal del Primer Circuito, realizando 
estudios de maestría en Derecho de Amparo en la 
Universidad Tepantlato.

Lic. Jazmín Arellano Mendoza
Secretaria Proyectista del Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito.
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Planta docente de la
LICENCIATURA EN DERECHO
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Distinguida abogada postulante, realizando 
estudios de maestría en Derecho Civil en la 
Universidad Tepantlato.

Lic. Martín Gutiérrez del Monte
Pasante de Derecho en el Juzgado Cuadragésimo 
Primero Familiar, realizando estudios de maestría en 
Derecho de Amparo en la Universidad Tepantlato.

Lic. Mayela Cortéz López	
Distinguida abogada postulante, realizando 
estudios de maestría en Derecho Civil 
en la Universidad Tepantlato.

Lic. Omar Escartín Garrido	
Distinguido abogado postulante, realizando 
estudios de maestría en Derecho de Amparo 
en la Universidad Tepantlato.

Lic. Pedro López Hernández
Supervisor de la Dirección de Justicia Cívica, 
realizando estudios de maestría en Ciencias Penales 
en la Universidad Tepantlato.

Lic. Raúl Alcantar Estrada
Distinguido abogado postulante, realizando 
estudios de maestría en Derecho Civil 
en la Universidad Tepantlato.

Lic. Ricardo Brígido Moreno	
Distinguido abogado postulante.

Lic. Roxana Trigueros Olivares
Distinguida abogada postulante.

Mtra. Carmen Margarita Villar Reyes
Licenciada en Sociología con maestría 
en Ciencias Penales y especialización en Criminología.

Mtra. Johana P. Robles Carriles
Distinguida abogada postulante, doctorando 
en Ciencias Penales en la Universidad Tepantlato.

Mtra. Miriam Eliud Huerta Gutiérrez
Distinguida abogada postulante, egresada 
de la maestría en Derecho de Amparo 
de la Universidad Tepantlato.

Mtra. Mónica Mellado Tapia
Juez Penal Oral de Cuantía Menor de Chimalhuacán, 
Estado de México, egresada de la maestría en Cien-
cias Penales de la Universidad Tepantlato y realizan-
do estudios de maestría en Derecho de Amparo en 
la misma Universidad.

Mtra. Mónica Nava de Ávila
Distinguida abogada postulante, doctorando 
en Derecho Constitucional.

Mtra. Nadia Ángeles Velazquillo Sánchez
Distinguida abogada litigante, realizando estudios 
de Derecho Civil. 

Mtro. Apolonio Fuentes Ambríz
Distinguido abogado postulante, realizando 
estudios de maestría en Ciencias Penales 
en la Universidad Tepantlato.

Mtro. David Salvador López Soto
Secretario de Juzgado del Octavo Tribunal Colegiado 
en Materia del Trabajo del Primer Circuito del Poder 
Judicial de la Federación, maestría en Derecho Pro-
cesal Constitucional en la Universidad Panamericana.
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Planta docente de la
LICENCIATURA EN DERECHO

Mtro. Esli Josué Domínguez de la O	
Distinguido abogado postulante, egresado 
de la maestría en Ciencias Penales de la Universidad 
Tepantlato y doctorando en Ciencias Penales en la 
misma Universidad.

Mtro. Héctor Antonio Ruíz Ángel	
Asesor en la Comisión de Aduanas en la Cámara 
de Diputados, doctorando en Ciencias Penales 
en la Universidad Tepantlato.

Mtro. Héctor Hugo Negrete Galicia	
Distinguido abogado postulante, realizando 
estudios de maestría en Derecho Penal 
en la Universidad Tepantlato.

Mtro. Holbin Guadalupe Pérez López
Secretario Proyectista del Juzgado Septuagésimo 
Noveno en Materia Civil del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal. 

Mtro. Isaac Ortíz Nepomuceno
Secretario Proyectista de Juzgado de Paz Adscrito 
al Juzgado Cuadragésimo Tercero de Paz Civil 
del Distrito Federal.

Mtro. Iván Ojeda Salazar
Secretario Proyectista Adscrito a la Novena Sala en 
Materia Civil del Tribunal Superior de Justicia del Dis-
trito Federal, egresado de la maestría en Derecho Ci-
vil de la Universidad Tepantlato y realizando estudios 
de maestría en Derecho de Amparo en la misma 
Universidad.

Mtro. Javier Bautista Vilchis
Distinguido abogado postulante, realizando 
estudios de maestría en Derecho de Amparo 
en la Universidad Tepantlato.

Mtro. Jorge Manuel Orona Negrete	
Distinguido abogado postulante, egresado de la 
maestría en Derecho de Amparo en la Universidad 
Tepantlato y doctorando en Ciencias Penales en la 
misma Universidad.

Mtro. José Luis López Pérez
Abogado postulante, egresado de la maestría 
en Derecho de Amparo de la Universidad Tepantlato.

Mtro. Juan Manuel Alcantar Mendoza
Distinguido abogado postulante, egresado 
de la maestría en Derecho Civil en la Universidad 
Tepantlato.

Mtro. Marco Antonio Negrete Galicia
Distinguido abogado postulante, con especialidad en 
Ciencias Penales y egresado de la maestría en Dere-
cho de Amparo en la Universidad Tepantlato.

Mtro. Martín Torres Contreras	
Distinguido abogado postulante, egresado 
de la maestría en Derecho de Amparo 
de la Universidad Tepantlato.

Mtro. Óscar Daniel Flores Ramírez	
Distinguido abogado postulante, realizando 
estudios de maestría en Ciencias Penales 
en la Universidad Tepantlato.

Mtro. Sergio Cárdenas Caballero	
Distinguido abogado postulante, egresado 
de la maestría en Ciencias Penales de la Universidad 
Tepantlato y doctorando en Ciencias Penales 
en la misma Universidad.

Mtro. Ubaldo Jesús Serrano García	
Subdirector de Procesos y Procedimientos Fiscales 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Mtro. Víctor Iván Ramos Solís
Distinguido abogado postulante, doctorando 
en Ciencias Penales en la Universidad Tepantlato.

Mtro. Víctor Manuel Morales Pozo
Distinguido abogado postulante.

Mtro. David Efrén Romero Sastre
Distinguido abogado postulante.

Lic. Ángel Cruz Gutiérrez
Distinguido abogado postulante.

Mtro. Raúl Díaz Rodríguez
Distinguido abogado postulante. Doctorando en 
Derecho Constitucional en la Universidad Tepantlato.



Catedráticos:
Dr. Julio Humberto Hernández Fonseca
Magistrado del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito y catedrático de la Universidad Tepantlato.

Dr. Miguel Covián Andrade
Catedrático de la División de Estudios de Posgrado de la Facultad 
de Derecho de la UNAM, especialista en Derecho Constitucional, en 
Ciencia Política y en Control de la Constitucionalidad.

Dr. Gustavo Moscoso Salas
Catedrático de la División de Estudios de Posgrado de la Facultad de 
Derecho de la UNAM, especialista en Metodología e Investigación 
Jurídica y en Derecho Constitucional.

Dr.  Armando Hernández Cruz
Catedrático de la División de Estudios de Posgrado de la Facultad de 
Derecho de la UNAM, especialista en Derecho Constitucional y en 
Control de la Constitucionalidad.

conferencistas:
Dr. Jorge Mario Pardo Rebolledo
Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, doctor por la 
Universidad Tepantlato, catedrático de ésta y miembro del Consejo 
Académico.

Lic. Luis María Aguilar Morales
Ministro de la Suprema Corte de Justicia, catedrático de la Universi-
dad Iberoamericana, en la Facultad de Derecho de la UNAM y de la 
Universidad Autónoma Metropolitana. 

Dr. Noé Castañón León
Ministro en retiro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Doctor 
Honoris Causa por el Instituto de Ciencias Jurídicas de Estudios Supe-
riores, hoy Universidad Tepantlato.

Lic. Fauzi Hamdan Amad
Rector de la Escuela Libre de Derecho.

Dr. Máximo Carvajal Contreras
Ex-director y catedrático de la Facultad de Derecho de la UNAM.

Coordinador GENERAL ACADÉMICO
Dr. Julio Humberto Hernández Fonseca

Coordinador administrativo
Mtro. José de Jesús Alcaraz Orozco

Multilínea: 5564•8373
Av. Baja California 157, Col. Roma Sur
Del. Cuauhtémoc, C.P. 06760
www.universidadtepantlato.edu.mx
Informes@universidadtepantlato.edu.mx

plan de estudios:
6 cuatrimestres 

horario:
viernes de 17:00 a 21:00 hrs. 
y sábados de 9:00 a 13:00 hrs.

inscripción:
hasta el 20 de noviembre

PROMOCIÓN:
hasta el 20 de noviembre descuento 
del 25% en inscripción y colegiatura

Documentación:
 Carta de exposición de motivos
 Síntesis curricular
 6 fotografías tamaño infantil b/n
 4 fotografías tamaño diploma b/n
 8 fotografías tamaño título b/n
 Copia del grado de la maestría
 Copia de cédula de la maestría
 Copia del CURP
 Original de acta de nacimiento 
 certificada
 Original del certificado de estudios 
 totales de la maestría

Módulos:
•	 Teoría de la Constitución
•	 Metodología e investigación jurídica
•	 Sistema político y estructuras de gobierno
•	 Seminario de argumentación e interpretación 

constitucional
•	 Sistemas electorales, partidos políticos 
	 y participación ciudadana
•	 Temas selectos del derecho constitucional mexicano
•	 Seminario sobre la competencia constitucional 

de las entidades federativas
•	 Seminario sobre el Sistema Internacional 
	 de Derechos Humanos y su incorporación 
	 al derecho interno
•	 Teoría del control de la constitucionalidad
•	 Derecho constitucional comparado
•	 Temas selectos del juicio de amparo
•	 Sistemas de control de la constitucionalidad 

comparados

Doctorado 

en Derecho 

Constitucional
rvoe 20121434

universidad
tepantlato



Doctorados
Conoce nuestros

Ciencias Penales

Derecho Constitucional
RVOE 20120877

RVOE 20121434

Derecho Familiar
Derecho Civil
RVOE 20121436

RVOE 20121435
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Nuestro claustro de doctores está confor-
mado por especialistas en cada uno de los 
doctorados y cuentan con amplia trayec-
toria en la función pública como son: Jue-
ces del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal, Jueces y Magistrados del 
Poder Judicial de la Federación, así como 
abogados postulantes, distinguidos aca-
démicos e investigadores de la Universi-
dad Tepantlato.

El  periodo de inscripción se abre 
una vez al año porque privilegia-
mos  la calidad y la excelencia 
académica.

Nuestros MAESTROS COMPARTEN GE-
NEROSAMENTE SUS CONOCIMIENTOS, 
SIN recibIR NINGUNA retribución 
económica COMO UN servicio A LA 
SOCIEDAD Y AL DERECHO.

Multilínea: 5564•8373
Av. Baja California 157, Col. Roma Sur
Del. Cuauhtémoc, C.P. 06760
www.universidadtepantlato.edu.mx
Informes@universidadtepantlato.edu.mx

universidad
tepantlato



Documentación:
 Carta de exposición de motivos
 Síntesis curricular
 6 fotografías tamaño infantil b/n
 4 fotografías tamaño diploma b/n
 8 fotografías tamaño título b/n
 Copia del título profesional
 Copia de cédula profesional
 Copia del CURP
 Original de acta de nacimiento 
 certificada y 3 copias
 Original del certificado de estudios 
 totales de licenciatura y 3 copias

PLANTA DOCENTE
Dra. Laura Contreras Navarrete
Subdirectora de Logística de la Agencia Federal de 
Investigación de la Procuraduría General de la República. 
Dra. Ma. del Rosario Ruíz González
Distinguida Catedrática de la Universidad Tepantlato 
y de la UNAM
Dra. Mónica Ibarra González
Titular de la Jefatura de Planeación, Evaluación y Estadística del 
Centro de Actualización del Magisterio en el Distrito Federal. 
(CAMDF SEP) perteneciente a la Dirección General de Norma-
les (DEGEM SEP).
Mtra. Carmen Margarita Villar Reyes
Licenciada en Sociología con maestría en Ciencias Penales 
especializada en Criminología. 

El  periodo de inscripción se abre una 
vez al año porque privilegiamos  la ca-
lidad y la excelencia académica.

Multilínea: 5564•8373
Av. Baja California 157, Col. Roma Sur
Del. Cuauhtémoc, C.P. 06760
www.universidadtepantlato.edu.mx                
Informes@universidadtepantlato.edu.mx

Maestría
Educación

en

RVOE 20120884

universidad
tepantlato

Proceso de selección 2013/1

 Horario:
 sábados de 8:00 a 12:00 hrs.
 Examen de admisión:
 14 y 16 de noviembre
 a las 7:00 o 18:00 hrs.
 Resultados del examen de admisión: 
 al siguiente día de realizado
 Costo del examen de admisión:
 $300.00
 Promoción: 
 hasta el 20 de noviembre descuento 
 del 25% en inscripción y colegiatura

 Plan de estudios en 4 semestres

Plan de Estudios
Maestría en Educación

1er. Semestre
• Epistemología de la Educación  
• Sociedad y Educación 
• Modelos Educativos 
• Psicología Cognitiva
• Instituciones y Procesos Educativos
	
2do.  Semestre
• Métodos y Técnicas de Investigación Educativa
• Globalización y Educación 
• Educación Basada en Competencias
• Desarrollo del Personal Docente
•Currículum y Educación 
	
3er.  Semestre
• Estadística Aplicada a la Investigación Educativa
• Tecnologías de Información 

 y Comunicación en Educación
• Creatividad e Innovación en el Proceso de Enseñanza 
• Didáctica y Competencias Docentes
• Evaluación y Educación
	
4to.  Semestre
• Seminario de Investigación
• Desarrollo de Instrumentos de Evaluación 

 de Competencias
• Seminario de Integración Docente
• Productividad y Calidad en Organizaciones Educativas 
• Organismos y Procesos de Acreditación y Certificación



Documentación:

 Carta de exposición de motivos

 Síntesis curricular

 6 fotografías tamaño infantil b/n

 4 fotografías tamaño diploma b/n

 8 fotografías tamaño título b/n

 Copia del título profesional

 Copia de cédula profesional

 Copia del CURP

 Original de acta de nacimiento 

 certificada y 3 copias

 Original del certificado de estudios 

 totales de licenciatura y 3 copias

Proceso de selección 2013/1

 Examen de admisión:

 14 y 16 de noviembre

 a las 7:00 o 18:00 hrs.

 Resultados del examen de admisión: 

 al siguiente día de realizado

 Costo del examen de admisión:

 $300.00

 Promoción: 

 hasta el 20 de noviembre descuento 

 del 25% en inscripción y colegiatura

 Plan de estudios en 4 semestres

Nuestros MAESTROS COMPARTEN GE-

NEROSAMENTE SUS CONOCIMIENTOS, 

SIN recibIR NINGUNA retribución 

económica COMO UN servicio A LA 

SOCIEDAD Y AL DERECHO.

El  periodo de inscripción se abre 

una vez al año porque privilegia-

mos  la calidad y la excelencia 

académica.

Multilínea: 5564•
8373

Av. Baja California 157, Col. Roma Sur

Del. Cuauhtémoc, C.P. 06760

www.universidadtepantlato.edu.mx

Informes@universidadtepantlato.edu.mx

Derecho de Amparo

Derecho Familia
r

Derecho Civil

Ciencias PenalesRVOE 20120881

RVOE 20120883

RVOE 20120882

RVOE 20120880

universidad

tepantlato

Nuestro claustro de maestros está conformado por 
especialistas en cada una de las materias de nuestras 
maestrías y cuentan con amplia trayectoria en la fun-
ción pública como lo son: Jueces del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal, Jueces y Magistrados 
del Poder Judicial de la Federación, así como aboga-
dos postulantes especialistas en la materia, distingui-
dos académicos e investigadores de la Universidad 
Tepantlato. 



61www.tepantlato.com.mx 2012 NOVIEMBRE  

revista@tepantlato.com.mx

Planta docente de la maestría en DERECHO DE AMPARO

Dr. Jorge Mario Pardo Rebolledo
Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, doctor por la 
Universidad Tepantlato, catedrático de ésta y miembro del Consejo 
Académico.

Mtro. Manuel Ernesto Saloma Vera
Consejero de la Judicatura Federal.

Dr. Ricardo Romero Vázquez
Magistrado del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Segundo Circuito.

Dr. Julio Humberto Hernández Fonseca
Magistrado del Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito.

Dr. Horacio Armando Hernández Orozco
Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito.

Mtro. Fernando Rangel Ramírez
Magistrado del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito.

Mtra. Angélica Marina Díaz Pérez
Magistrada del Segundo Tribunal Unitario del Segundo Circuito.

Mtro. Juan Wilfrido Gutiérrez Cruz
Magistrado del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito.

Mtro. Felipe Alfredo Fuentes Barrera
Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Segundo Circuito.

Dr. Alejandro Sosa Ortíz
Magistrado del Primer Tribunal Colegiado en Materia 
del Trabajo del Segundo Circuito.

Mtro. Miguel Enrique Sánchez Frías
Magistrado del Tribunal Colegiado del Segundo Circuito 
en Nezahualcóyotl, Estado de México.

Mtra. María Gabriela Rolón Montaño
Magistrada del Octavo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito.

Mtro. Víctor Manuel Méndez Cortés
Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Segundo Circuito con residencia en 
Naucalpan, Estado de México.

Mtro. Francisco Javier Sandoval López
Magistrado del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito.

Mtro. Víctor Francisco Mota Cienfuegos
Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito.

Dr. Gonzalo Hernández Cervantes
Magistrado del Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito.

Dr.  Juan Carlos Ortega Castro
Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Segundo Circuito.

Dr. Humberto Manuel Román Franco
Magistrado del Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito.

Mtro. Neófito López Ramos
Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito.

Lic. Fernando Sánchez Calderón
Magistrado del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Segundo Circuito.

Mtro.  Javier Cardoso Chávez
Magistrado del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Segundo Circuito.

Mtro.  José Martínez Guzmán
Magistrado del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Segundo Circuito.

Mtra. María de Lourdes Lozano Mendoza
Magistrada del Primer Tribunal Unitario del Segundo Circuito.

Mtro. Daniel Horacio Escudero Contreras
Magistrado del Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito.

Dr. Indalfer Infante Gonzales 
Magistrado del Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito.

Dr. Fernando Córdova del  Valle
Juez Décimo Octavo de Distrito en Procesos Penales Federales 
en el Distrito Federal. 

Doctorando Carlos López Cruz
Juez Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales 
en el Distrito Federal. 

Doctorando Óscar Alejandro López Cruz
Juez Segundo de Distrito, especializado en ejecución de penas 
con residencia en Tlalnepantla de Baz, Estado de México y Jurisdicción 
en toda la República Mexicana.

Mtro. Felipe  V Consuelo Soto
Juez Tercero de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal.

Lic.  Víctor Ausencio Romero Hernández
Juez Noveno de Distrito de Procesos Penales Federales 
en el Distrito Federal.

Dra. Mónica Ibarra González
Titular de la Jefatura de Planeación, Evaluación y Estadística del Centro de 
Actualización del Magisterio en el Distrito Federal. (CAMDF SEP) pertene-
ciente a la Dirección General de Normales (DEGEM SEP).
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Planta docente de la maestría 
en DERECHO FAMILIAR

Mtro. José Antonio Navarrete Hernández
Juez Trigésimo Séptimo Familiar del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. Óscar Gregorio Cervera Rivero	
Magistrado de la Segunda Sala Familiar del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. Óscar Barragán Albarrán	
Secretario Proyectista de la Segunda Sala Familiar 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 
Presidente de Sala.

Mtro. Eduardo García Ramírez	
Juez Noveno en Materia Familiar del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtro.  Víctor Manuel Rocha Segura	
Juez Décimo Cuarto en Materia Familiar 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtra. María Teresa Cruz Abrego	
Maestra en Derecho Familiar, distinguida 
Investigadora de la Universidad Tepantlato.

Mtro. Eduardo Vélez Arteaga	
Juez Décimo Tercero en Materia Familiar 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtra. María Elena Ramírez Sánchez	
Juez Tercero de lo Familiar del Tribunal Superior
de Justicia del Distrito Federal.

Mtra. Margarita Gallegos López
Juez Séptimo de lo Familiar del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtra. Rebeca Florentina Pujol Rosas	
Magistrada de la Primera Sala de lo Familiar 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. David Suarez Castillo	
Agente del Ministerio Público Supervisor en funciones 
de Responsable de la Tercera Agencia de Procesos en 
Juzgados Familiares.

Mtro. Germán Felipe Campos Mier	
Juez Vigésimo Cuarto del Registro Civil de la Conseje-
ría Jurídica y de Servicios Legales del Distrito Federal.

Mtra. María de Jesús Jacaranda Solís Ledezma
Juez Vigésimo Segundo en Materia Familiar 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtra. Gloria Rosa Santos Mendoza	
Juez Sexto de lo Familiar del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. José de Jesús Alcaraz Orozco	
Secretario del Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito.

Mtro. Alejandro Tadeo Villanueva Armenta
Secretario del Décimo Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito.

Mtro. José de Jesús Delgado González	
Secretario Actuario de la Segunda Sala Familiar.

Dra. Rosario Ruíz González
Distinguida Catedrática de la Universidad Tepantlato.

Mtra. Carmen Margarita Villar Reyes
Licenciada en Sociología con maestría en Ciencias 
Penales especializada en Criminología.
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Planta docente de la maestría 
en DERECHO CIVIL

Dr. Juan Carlos Ortega Castro
Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Segundo Circuito.

Dr. Gonzalo Hernández Cervantes
Magistrado del Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito.

Mtro. Fernando Rangel Ramírez
Magistrado del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito.

Mtro. Víctor Francisco Mota Cienfuegos
Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito.

Mtro. Edmundo Vásquez Martínez
Magistrado por M.L. en la Décima Sala Civil del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. Álvaro Augusto Pérez Juárez
Magistrado de la Octava Sala en Materia Civil del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtra. María del Socorro Vega Zepeda
Magistrada de la Novena Sala en Materia Civil del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. Eliseo Juan Hernández Villaverde
Juez Trigésimo Cuarto de lo Civil del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtro.  Juan Ángel Lara Lara
Juez Noveno de Paz Civil del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtra. Minerva Tania Martínez Cisneros
Juez Segundo de Paz Civil del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtra. María del Rocío Martínez Urbina
Juez Décimo Noveno en Materia Familiar del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtra. María Elena Galguera González
Juez Primero Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. Juan Hugo Morales Maldonado
Juez Octogésimo Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. Guillermo Álvarez Miranda
Juez Vigésimo Sexto de Paz del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal.

Mtra. Flor del Carmen Lima Castillo
Juez Sexágesimo Primero Civil del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. Francisco René Ramírez Rodríguez
Juez Octogésimo Segundo Civil del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtra. María de los Ángeles Rojano Zavalza
Magistrada en Materia Civil del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtro.  Alejandro Tadeo Villanueva Armenta
Secretario del Décimo Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito.
	
Mtro.  Víctor Manuel Rocha Segura
Juez Décimo Cuarto en Materia Familiar del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtra. Lidia Barrera Santiago
Juez Septuagésimo en Materia Civil del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtro.  José Luis De Gyves Marín 
Juez Quincuagésimo Quinto en Materia Civil del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. Francisco Neri Rosales
Juez Trigésimo en Materia Civil del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. José de Jesús Alcaraz Orozco
Secretario Adscrito al Primer Tribunal Colegiado
en Materia Administrativa del Primer Circuito.

Mtro. Iván Ojeda Salazar
Secretario Proyectista Adscrito a la Novena Sala 
en Materia Civil del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal.

Dr. Raúl García Domínguez
Secretario de Acuerdos del Juzgado Trigésimo Noveno en Ma-
teria Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, 
egresado del doctorado en Ciencias Penales de la Universidad 
Tepantlato.

Mtra. Carmen Margarita Villar Reyes
Licenciada en Sociología con maestría en Ciencias Penales 
especializada en Criminología.

Dr.  Jaime Daniel Cervantes Martínez
Distinguido Catedrático de la Universidad Tepantlato.
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Planta docente de la maestría 
en ciencias penales

Dr. Humberto Manuel Román Franco
Magistrado del Noveno Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Primer Circuito.

Dr. Rafael Guerra Álvarez
Magistrado de la Séptima Sala en Materia Penal 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. Javier Raúl Ayala Casillas
Magistrado de la Séptima Sala Penal del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Ramón Alejandro Sentíes Carriles
Magistrado de la Sexta Sala en Materia Penal 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Héctor Pichardo Aranza
Magistrado del Tribunal Superior de Justicia 
del Estado de México adscrito a la Sala Familiar
de Tlalnepantla, Estado de México.

Dr. Leobardo Miguel Martínez Soria
Magistrado de la Segunda Sala en Materia Penal del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado de México 
con residencia en Texcoco.

Doctorando Carlos López Cruz
Juez Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales 
Federales en el Distrito Federal.

Doctorando Óscar Alejandro López Cruz
Juez Segundo de Distrito, especializado en ejecución 
de penas con residencia en Tlalnepantla de Baz, 
Estado de México y Jurisdicción en toda la República 
Mexicana.

Dr.  José Eligio Rodríguez Alba
Juez Quincuagésimo en Materia Penal del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Doctorando Jesús Reyes Hernández
Juez Octavo en Materia Penal del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

Dr.  Enrique Gallegos Garcilazo
Juez Trigésimo Sexto en Materia Penal del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Héctor González Estrada
Juez Noveno de Adolescentes para Delitos Graves 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Nemecio Guevara Rodríguez
Juez Vigésimo Primero Penal de Delitos No Graves 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Mauro Morales Sánchez
Juez Trigésimo Penal de Delitos No Graves del Tribu-
nal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Ciro Betancourt García
Juez Noveno Penal de Delitos No Graves 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Mtro. Marcelino Sandoval Mancio
Responsable de la Agencia en la Coordinación 
de Agentes del Ministerio Público auxiliares 
del Procurador General de Justicia del Distrito Federal.

Dr. José Antonio Yáñez Rosas
Asesor en materia de Capacitación de la 
Procuraduría General de la República.

Dra. Mónica Ibarra González
Titular de la Jefatura de Planeación, Evaluación y Es-
tadística del Centro de Actualización del Magisterio 
en el Distrito Federal. (CAMDF SEP) perteneciente 
a la Dirección General de Normales (DEGEM SEP).

Dra. Laura Contreras Navarrete
Subdirectora de Logística de la Agencia Federal 
de Investigación de la Procuraduría General 
de la República.

Dr. Juan Alejandro Suárez Velázquez
Distinguido Catedrático e Investigador de la 
Universidad Tepantlato.

Dr. Amado Azuara González
Distinguido Catedrático e Investigador 
de la Universidad Tepantlato.



Documentación:

 Carta de exposición de motivos
 Síntesis curricular
 6 fotografías tamaño infantil b/n
 4 fotografías tamaño diploma b/n
 8 fotografías tamaño título b/n
 Copia del grado de la maestría
 Copia de cédula de la maestría
 Copia del CURP
 Original de acta de nacimiento 
 certificada y 3 copias
 Original del certificado de estudios 
 totales de Maestría

El  periodo de inscripción se 
abre una vez al año porque 
privilegiamos  la calidad y la 
excelencia académica.

  

     
 Horario: 

 viernes de 7:00 a 9:00 hrs. 

 y sábados de 9:00 a 11:00 hrs.

 Promoción: 

 hasta el 20 de noviembre descuento 

 del 25% en inscripción y colegiatura

 Plan de estudios en 4 semestres

Multilínea: 556
4•83
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Doctorado en RVOE: 20120877
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Planta docente deL
DOCTORADO EN CIENCIAS PENALES

Dr. Humberto Manuel Román Franco
Magistrado del Noveno Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Primer Circuito.

Dr. Rafael Guerra Álvarez
Magistrado de la Séptima Sala en Materia Penal 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Ramón Alejandro Sentíes Carriles
Magistrado de la Sexta Sala en Materia Penal 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Leobardo Miguel Martínez Soria
Magistrado de la Segunda Sala en Materia Penal del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado de México 
con residencia en Texcoco.

Dr. Héctor González Estrada
Juez Noveno de Adolescentes para Delitos Graves 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Enrique Gallegos Garcilazo
Juez Trigésimo Sexto en Materia Penal del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. Mauro Morales Sánchez
Juez Trigésimo Penal de Delitos No Graves del Tribu-
nal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr.  José Eligio Rodríguez Alba
Juez Quincuagésimo en Materia Penal del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal.

Dr. José Guadalupe Álvarez Almanza
Agente del Ministerio Público Supervisor en funciones 
de Instructor del Instituto de Formación Profesional 
de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 
Federal.

Dr. José Antonio Yáñez Rosas
Asesor en materia de Capacitación 
de la Procuraduría General de la República.

Dr. Arturo Baca Rivera
Investigador de la Escuela Judicial del Estado 
de México.

Dra. Rosario Ruiz González
Distinguida Catedrática de la Universidad Tepantlato.

Dr. Juan Jesús Raya Martínez
Distinguido Catedrático de la Universidad Tepantlato.

Dr. Juan Alejandro Suárez Velázquez
Distinguido Catedrático e Investigador 
de la Universidad Tepantlato.

Dr. Amado Azuara González
Distinguido Catedrático e Investigador 
de la Universidad Tepantlato.



	 La Universidad Tepantlato, 
	 en su Galería José Vasconcelos,
presenta la exposición Una mirada 

al paisajede Octavio Urbina Álvarez
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